

  

    [image: cover]


  




  

    




    [image: ptitulo]


  




  

    “La salud de las democracias, cualquiera que sean su tipo y su grado, depende de un mísero detalle técnico: el procedimiento electoral. Todo lo demás es secundario.”




    JOSÉ ORTEGA Y GASSET


    La rebelión de las masas


  




  

    Introducción




    Las elecciones de 2018 marcaron, en muchos sentidos, un parteaguas en la democracia mexicana. Punto de llegada y de partida, el proceso electoral más grande de la historia culminó con una nueva alternancia en el Poder Ejecutivo federal, la conformación de una nueva mayoría en el Poder Legislativo, la reconfiguración del mapa político del país y el surgimiento de un nuevo equilibrio en el sistema de partidos.




    La tercera alternancia llevó a la presidencia de la República a un político de larga trayectoria; constructor él mismo, junto con muchas otras personas, de la transición mexicana y detonador de muchas de las reglas e instituciones del sistema electoral mexicano. En su tercera campaña presidencial, Andrés Manuel López Obrador dio el campanazo, al ganar holgadamente la presidencia y propiciar el triunfo de miles de candidatas y candidatos a muy diversos cargos públicos, postulados por un partido de reciente creación: Morena, que apenas en 2014 había obtenido su registro como fuerza política nacional.




    El proceso electoral de 2018 cerró diversos ciclos históricos: uno de 50 años, si se considera el movimiento estudiantil de 1968 como punto de arranque de la democratización de México; uno de 40 años, si se ubica en la reforma política de 1977 el inicio del tránsito del régimen político hacia la pluralidad; o uno de tres décadas, si se considera las elecciones de 1988 como el punto de quiebre de la transición.




    Lo cierto es que la democracia mexicana no nació el 1 de julio de 2018. Las condiciones democráticas estaban ahí, y gracias a ello fue posible el triunfo de Andrés Manuel López Obrador en su tercera campaña presidencial.




    En el triunfo del hoy presidente confluyen diversas circunstancias: su trayectoria y las decisiones que tomó luego de su segunda derrota electoral en 2012; la ruta y las decisiones que tomaron los tres partidos políticos que, hasta antes de 2018, habían dominado la vida política del país (PRI, PAN y PRD); la revolución digital que supuso el surgimiento de las redes sociales de internet como fenómeno de comunicación política y detonante de un nuevo activismo ciudadano, y el arbitraje del proceso desde el Instituto Nacional Electoral, no sólo como organizador de las elecciones, sino como garante de los principios de equidad, libre competencia, legalidad y certeza, necesarios para que el sufragio efectivo —el voto libre e informado— decidiera aquellos comicios.




    Como todo proceso histórico, los comicios de 2018 tienen antecedentes determinantes, episodios de conflicto, de negociación y de acuerdo entre los actores involucrados. En esta historia hay competidores (ganadores y perdedores), grupos de interés, actores protagónicos y millones de participantes anónimos. Casi nadie en México se quedó en calidad de mero espectador en aquel proceso político.




    Las razones del triunfo de López Obrador constituyen una historia que, si bien fue registrada en el día a día por todos los medios, aún requiere de una revisión analítica en retrospectiva y una reflexión que proyecte a futuro sus efectos y consecuencias en la vida democrática de México.




    Este libro fue concebido por sus autores desde el mismo 2018, con la idea de explicar el proceso electoral desde una doble —y por momentos contrastante— mirada de los acontecimientos. Por un lado, la crónica periodística desde una visión retrospectiva y, por otro lado, el testimonio del árbitro de aquella contienda electoral, con una visión académica y analítica de la secuencia de eventos y decisiones que hicieron posible la tercera alternancia en la historia de nuestra democracia.




    Con variaciones, el proyecto se mantuvo vivo en medio de acontecimientos que han modificado nuestra vida política y social, no sólo en México, sino en todo el mundo, hasta llegar a concretarse ahora, en el umbral de un nuevo proceso electoral que, como en 2018, volverá a ser el más grande, complejo y libre de la historia de la democracia mexicana.




    Este libro contiene ocho crónicas y siete ensayos que se complementan y dialogan entre sí, para construir un doble relato del proceso político que culminó con las elecciones de 2018. No es una obra en coautoría, sino dos libros en uno, en el que las lectoras y lectores pueden seguir el orden intercalado sugerido, o construir su propio índice, leyendo por un lado las crónicas del periodista y, por otro, los ensayos con las reflexiones y testimonios del presidente del INE.




    Sin duda, el panorama político y el contexto social de México han cambiado profundamente en tres años, y la pandemia de covid-19 ha vuelto más complejos muchos de los procesos político-electorales que dan vida a nuestra democracia. Sin embargo, eso no le resta pertinencia a la revisión histórica del 2018.




    Narrar, explicar, analizar y debatir aquella elección se vuelve fundamental para entender cómo arribó México a la jornada electoral del 1 de julio y, de cara a los comicios del 6 de junio de 2021, revalorar nuestra democracia como un proceso evolutivo, una obra colectiva de muchas generaciones de mexicanas y mexicanos, y un patrimonio de todas y todos.




    La democracia no se construyó en un solo día.




    Ciudad de México, abril de 2021
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    El 1 de julio




    Ernesto Núñez Albarrán




    Un impaciente Andrés Manuel López Obrador (AMLO) recarga la espalda en las rejas de las oficinas centrales de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), al sur de la Ciudad de México. Su hijo Jesús Ernesto descansa su cabeza en la panza del candidato, arrugando su camisa blanca. Detrás del niño, Beatriz Gutiérrez Müller mata el tiempo haciendo comentarios sueltos, mientras su marido ve el reloj y alisa su pelo blanco con un peine que cada tres minutos extrae del saco color negro. Se ve inquieto. Los tres hijos mayores de López Obrador ( José Ramón, Andrés y Gonzalo) responden a los comentarios de Beatriz, y de vez en cuando le arrancan una sonrisa a su padre haciendo chistes. Son las siete de la mañana del domingo 1 de julio de 2018. La espera se vuelve larga y tensa.




    Detrás de López Obrador hay decenas de camarógrafos, fotógrafos, periodistas y curiosos tratando de atestiguar el momento de su voto.




    Del otro lado de la reja tres guardias de la Policía Bancaria e Industrial (PBI) resguardan el lugar, mientras se termina de instalar la casilla 0359. A la vista de los representantes de los partidos, los ciudadanos que fungen como funcionarios de casilla arman las urnas, montan las mamparas y abren los paquetes que contienen la lista nominal, las boletas electorales, los crayones, los sellos, la tinta indeleble.




    Fiel a su costumbre, Andrés Manuel López Obrador decide madrugar para ser el primero en votar en la casilla de la delegación Coyoacán a la que corresponde su antiguo domicilio. No ha actualizado su credencial, pero eso no le impide ser el primero de los candidatos presidenciales en emitir su sufragio y llenar con su imagen y su voz los noticieros de radio y televisión que a esas horas comienzan la cobertura especial de un día histórico para México.




    El tabasqueño había llegado minutos antes a la casilla ubicada en Insurgentes Sur, a bordo de un automóvil Jetta blanco, acompañado únicamente de su chofer y un asistente. Minutos después, en otros vehículos, llegaron sus familiares y César Yáñez, quien entonces aún era su colaborador más cercano.




    En el camino entre el Jetta y la reja de la Conagua, López Obrador responde preguntas que le hace la prensa en medio de empujones. Varios helicópteros sobrevuelan el lugar, y los camarógrafos que están a bordo envían a las televisoras imágenes en vivo de quien llega como favorito a la jornada electoral.




    “El pueblo de México va a decidir libremente”, anticipa el candidato, en declaraciones que son difundidas en vivo, minutos antes de que abran las casillas.




    “Va a ser una jornada histórica; más que una elección, es un plebiscito. La gente va a decidir entre más de lo mismo o un cambio verdadero, y nosotros pensamos que la gente nos va a dar su apoyo para iniciar la cuarta transformación de la vida pública del país”, dice confiado antes de reunirse con su esposa Beatriz y sus hijos.




    Transcurre más de una hora entre la llegada del candidato y la apertura de la casilla 0359, pero al fin ésta se termina de instalar. Antes de que los agentes de la PBI abran la reja, un muchacho vestido con un chaleco rosa, empleado del Instituto Nacional Electoral (INE), advierte a los cientos de reporteros que sólo podrán pasar los votantes.




    Afuera, otros ciudadanos que hacen fila para votar se quejan por el tumulto provocado por la prensa. Algunos son afines a López Obrador, y aprovechan la espera para echarle porras que serán transmitidas en radio y televisión. Otros no lo quieren, y gritan con fuerza: “Queremos votar, ¡ya váyase!”




    AMLO termina metiendo su boleta en la urna hasta las 8:48 horas, y no vota por él, sino por Rosario Ibarra de Piedra, quien fuera candidata presidencial del Partido Revolucionario de los Trabajadores en 1982 y 1988, y fundadora del Comité Eureka en 1977, pionero en la búsqueda de desaparecidos en México.




    Después de votar, AMLO se despide de su familia y aborda el Jetta blanco para dirigirse a su oficina, en la calle de Chihuahua de la colonia Roma. El auto es seguido por reporteros trepados en motocicletas.




    En el camino, sobre Insurgentes, el candidato va leyendo unas cuartillas en las que lleva escrita una primera versión del discurso de la victoria.




    “Reitero el compromiso de no traicionar la confianza que han depositado en mí millones de mexicanos. Voy a gobernar con rectitud y justicia”, se alcanza a leer en la última página del documento, antes de tres “¡Viva México!” resaltados en negritas.




    Andrés Manuel clava la mirada en las hojas mientras el coche va en movimiento, y cuando se da cuenta de que un reportero lo observa desde el otro lado de la ventanilla, abraza las hojas, sonríe con picardía, baja el cristal y dice: “¿Y tú qué ves?”




    AMLO está de buenas.




    En los cruceros de Insurgentes, frente al Parque Hundido, en Xola y pasando el Viaducto, las personas lo reconocen, se acercan al auto, le piden una selfie, le aprietan la mano o le sonríen a la distancia.




    “Estamos muy contentos, estamos por iniciar la cuarta transformación de México”, dice a los que alcanzan a acercarse cuando el Jetta se detiene en los semáforos.




    Al finalizar el trayecto, el candidato se encierra en su oficina y, mientras desayuna, es informado sobre las incidencias de la jornada. Lejos de ahí, en el búnker del partido Movimiento Regeneración Nacional (Morena), sus hijos y sus principales operadores electorales reciben reportes de todos los estados, revisan las cifras de las encuestas de salida y confirman tendencias. Para cuando AMLO salga a comer, a las 14:00 horas, ya tendrá ganada la elección presidencial.




    INE: EPICENTRO DE LA JORNADA




    En el edificio del INE, al sur de la Ciudad de México, los 11 integrantes del Consejo General se preparan para una jornada intensa.




    Son las siete de la mañana y, al tiempo que millones de ciudadanos comienzan a instalar las casillas en todo el territorio nacional, en la explanada del INE se realiza una ceremonia de honores a la bandera, a la que acuden los integrantes del Consejo, magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), representantes de los partidos políticos, decenas de funcionarios del instituto, periodistas y observadores extranjeros.




    Flanqueado por la presidenta del Tribunal Electoral, Janine Otálora, y el fiscal especial para la atención de delitos electorales, Héctor Díaz Santana, el presidente del INE, Lorenzo Córdova, pronuncia un breve discurso en el que dimensiona la jornada: “Ha comenzado la movilización más grande de nuestra historia para la instalación de casillas a lo largo y ancho del territorio nacional”.




    Córdova se refiere a las 156 mil 807 casillas electorales que en esos momentos se están instalando en los 300 distritos electorales en los que se divide el país, y al millón 398 mil 525 ciudadanos que fungen como funcionarios de casilla para recibir y contar los votos de 89.1 millones de ciudadanos convocados a votar ese día.




    A las ocho de la mañana el Consejo General se declara en sesión permanente para dar seguimiento a la jornada y, en sus discursos iniciales, las tres consejeras y los ocho consejeros dan más cifras sobre el tamaño de la maquinaria electoral que ese día deberá funcionar como un sofisticado instrumento de precisión.




    En total, 89 millones 123 mil 355 ciudadanos están inscritos en la lista nominal (10 millones de electores más respecto de las elecciones presidenciales de 2012). El INE imprimió y distribuyó 93.9 millones de boletas; visitó a más de 12 millones de ciudadanos, capacitó a 2 millones 920 mil y, finalmente, seleccionó a un millón 400 mil personas para recibir y contar los votos. Desde el extranjero, 98 mil 854 mexicanos ya han enviado sus sufragios. La elección “más grande de la historia” determinará la renovación de la presidencia de la República, pero también el relevo en la jefatura de gobierno de la Ciudad de México, ocho gubernaturas, el Senado (128 integrantes), la Cámara de Diputados (500 legisladores), 27 congresos estatales (972 diputados), mil 596 presidencias municipales en 24 estados y 16 alcaldías en la Ciudad de México. En total, se votará para renovar 3 mil 406 cargos públicos, para los cuales hay más de 10 mil candidatos en contienda. Si se suman los síndicos, regidores, concejales y regidores étnicos que serán electos, la cifra de cargos suma 18 mil 299.




    Además de los consejeros, hablan representantes de partidos y representantes partidistas del Poder Legislativo. Así, la instalación del Consejo General dura tres horas y seis minutos. Para cuando se declara el primer receso de la sesión extraordinaria del 1 de julio, a las 11:06 horas, ya existen reportes que apuntan a una jornada sin incidentes mayores y con una participación masiva de votantes.




    En su intervención, Lorenzo Córdova destaca que el poder del voto ha sido tal que ha eliminado el derramamiento de sangre en la lucha política, ha desmontado el régimen de partido único y ha creado un sistema de partidos plural que le ha dado gobernabilidad y paz social al país.




    Ese sistema electoral, construido desde la creación del Instituto Federal Electoral (IFE) en 1990, está a prueba en la jornada de este 1 de julio. Lo saben todos los presentes.




    LA DERROTA DE ANAYA




    A las 9:40 de la mañana Ricardo Anaya Cortés llega a la casilla 485 de la colonia Del Valle, en la ciudad de Querétaro. Vestido con pantalón gris, camisa blanca y saco azul marino —sin corbata—, el candidato de la coalición Por México al Frente carga a su hija María en los brazos. Su esposa, Carolina Martínez, camina unos pasos atrás, con sus dos hijos varones, Santiago y Mateo, vestidos exactamente igual.




    Aunque la avanzada de Anaya llegó desde las 7:00 horas para negociar con el presidente de casilla el acceso de la prensa a la escuela donde se instaló el centro de votación, el candidato debe esperar dos horas, pues hay una fila enorme. Los que están formados antes de él hacen muecas y se quejan de que los medios no dejaban trabajar a los funcionarios de casilla, por lo que ésta empezó a funcionar después de las 9:00 horas.




    Anaya llega a la mesa donde le entregan sus boletas electorales a las 11:40. En la soledad de la mampara, marca los recuadros que llevan su nombre y el logotipo del Partido Acción Nacional (PAN), dejando en blanco los de sus aliados Partido de la Revolución Democrática (PRD) y Movimiento Ciudadano (MC). Posa ante los medios mostrando su voto, doblándolo y depositándolo en la urna que dice “Presidente”. Siempre cargando a su hija. Después, va a que le entinten el dedo y vuelve a posar, forzando una sonrisa, al lado de Carolina, María, Santiago y Mateo. Toda la familia muestra sus pulgares manchados con tinta indeleble.




    En un breve mensaje a los medios de comunicación, el panista pide al electorado “votar con convicción, votar pensando en México, votar pensando en sus hijos”, y evade media docena de preguntas de periodistas que quieren saber, desde ese momento, qué hará Ricardo Anaya si pierde las elecciones.




    “Vamos a ganar. Estoy lleno de esperanza. Estoy contento, estoy emocionado. Estoy seguro de que éste va a ser un gran día para la democracia, un gran día para México, y de que nos va a ir muy bien”, dice una y otra vez.




    Terminado el ritual del voto, Anaya anuncia que viajará a la Ciudad de México para reunirse con su equipo, y promete que volverá a hablar cuando la ley electoral se lo permita; es decir, cuando hayan cerrado las casillas en todo el país, después de las ocho de la noche.




    A las tres de la tarde el panista llega al “cuarto de guerra” que su equipo ha instalado en el hotel Camino Real de Polanco, y ahí conoce un primer avance de las cifras que, ya desde entonces, pintan un sombrío panorama para la coalición que encabeza.




    En el war room están Santiago Creel, Jorge G. Castañeda, Rubén Aguilar, Dante Delgado, Jesús Ortega, Jesús Zambrano, Agustín Basave… una constelación de políticos veteranos que contrasta con la juventud de los más cercanos al candidato, como Osiris Hernández y Andrea de Anda, y sus incondicionales en el PAN, Édgar Mohar, Damián Zepeda y Fernando Rodríguez Doval.




    En los pasillos y salones del hotel hay demasiada gente “dándole seguimiento” a la jornada: dirigentes y operadores de los tres partidos que conforman el frente; legisladores y candidatos a legisladores; el consultor Roberto Trad, el publicista Víctor Covarrubias y otros supuestos gurús electorales; Emilio Álvarez Icaza, Alfredo Figueroa y otros supuestos representantes de la sociedad civil; el exjefe de Gobierno, Miguel Ángel Mancera, y su equipo; además de asistentes y empleados de la campaña, que matan el tiempo viendo los partidos de octavos de final del Mundial de Futbol: España-Rusia y Croacia-Dinamarca.




    Pese a los malos augurios, en los salones se sirven charolas con jamón serrano, salmón y diversos canapés; además de refrescos, café y galletas. Entre los múltiples salones rentados por la coalición, uno se habilita como sala de prensa, otro como salón de monitoreo, otro como war room y otro como espacio privado para el candidato. Hay uno más, acondicionado con tarima y más de 100 sillas, por si llegan simpatizantes del candidato a celebrar algo. A la larga, ese salón se quedará vacío.




    A las seis de la tarde, mientras Anaya permanece encerrado con su círculo más estrecho de colaboradores, los dirigentes partidistas Damián Zepeda (PAN), Dante Delgado (MC) y Manuel Granados (PRD) ofrecen una insólita conferencia de prensa para cantar el “triunfo” de la coalición en seis entidades: Jalisco, Guanajuato, Yucatán, Puebla, Veracruz y la Ciudad de México.




    En realidad, conforme pasan las horas, las malas noticias se van acumulando en el cuartel general del frente: en el Estado de México, la Ciudad de México, Veracruz, Jalisco y Puebla (las cinco entidades con más electores), López Obrador suma el triple de votos de los que tiene Anaya.




    De los 15 estados gobernados por el PAN y el PRD, sólo en Guanajuato gana el candidato presidencial panista. De hecho, Guanajuato es la única entidad en la que no ganará López Obrador.




    Morena arrasa en la Ciudad de México, con una diferencia de dos a uno entre Claudia Sheinbaum y Alejandra Barrales. Los Yunes pierden Veracruz. Y los Moreno Valle apenas retienen Puebla. Graco Ramírez tendrá que entregar el gobierno de Morelos a Cuauhtémoc Blanco. Y Arturo Núñez dejará la Quinta Grijalva, en Tabasco, en manos del morenista Adán Augusto López. Chiapas ha cambiado el verde de Manuel Velasco por el color granate de Morena y Rutilio Escandón. En Jalisco se perfila como ganador Enrique Alfaro, candidato de MC, pero Anaya no se beneficia de ese triunfo, pues AMLO le saca 200 mil votos de ventaja. En Yucatán el PAN gana la gubernatura, pero AMLO suma 130 mil votos más que Anaya.




    Otros estados gobernados por el PAN, como Baja California, Baja California Sur, Chihuahua, Durango, Tamaulipas, Quintana Roo e incluso Querétaro (tierra natal de Anaya), son ganados por AMLO con cómoda ventaja.




    El desastre en las elecciones presidenciales arrastra, además, a los candidatos al Senado y la Cámara de Diputados. Anaya se perfila para ser el candidato panista menos votado desde 1994, y el PAN, para convertirse en una segunda fuerza política con grupos parlamentarios disminuidos.




    Antes de las ocho de la noche Anaya y sus múltiples asesores comienzan a discutir cómo y en qué momento deberá salir el candidato a reconocer la derrota y felicitar a López Obrador.




    Ante la insistencia de algunos asesores que sugieren salir a las 20:00 horas —justo al cierre de casillas en los estados con horario del Pacífico—, Anaya recuerda el 2012 y la salida intempestiva de Josefina Vázquez Mota para avalar el triunfo de Enrique Peña Nieto. Los panistas no quieren hacer lo mismo.




    El candidato y sus operadores más cercanos aseguran que pueden esperar a que el triunfo de AMLO se confirme con algo más que las encuestas de salida que, para esa hora, ya comienzan a inundar las pantallas de televisión. Unos recomiendan esperar a que el Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP) acumule suficientes datos como para marcar tendencia clara, e incluso hay quien propone esperar a que Lorenzo Córdova dé a conocer los resultados del conteo rápido practicado por el INE; pero ese ejercicio, al ser un instrumento científico sofisticado, no estará listo sino hasta las 11 de la noche.




    Mientras divagan, los anayistas ven aparecer en los monitores de sus salones al priista José Antonio Meade, quien sale a reconocer la victoria de López Obrador y a desearle suerte. Algunos panistas confiaban en que el presidente Enrique Peña no dejaría que el Partido Revolucionario Institucional (PRI) saliera prematuramente a levantarle el brazo a AMLO, pero Meade lo hace y, así, el tercer lugar en la contienda le gana la nota a Ricardo Anaya.




    Después de ver la imagen de Meade, acompañado de su esposa, Juana Cuevas, del líder del PRI, René Juárez, y del coordinador de campaña, Aurelio Nuño, al expriista Agustín Basave se le prende el foco: si Anaya no pudo salir primero que Meade ante los medios, sí podría ser el primero en llamar a AMLO para felicitarlo.




    A las 20:25 horas Jaime Rodríguez Calderón, alias El Bronco, aparece en las pantallas de televisión. Desde Monterrey, el candidato independiente también se adelanta al panista.




    Mientras tanto, Agustín Basave opera la llamada entre Anaya y López Obrador. La conversación es formal y fría; dura menos de cinco minutos.




    A las 20:38 horas Anaya aparece al fin en el salón del hotel acondicionado para la conferencia de prensa.




    “Ninguna democracia funciona sin demócratas; por eso, porque soy un demócrata, reconozco que la información de los resultados con la que cuento me indica que la tendencia favorece a Andrés Manuel López Obrador”, dice Anaya, acompañado de su esposa Carolina y de los dirigentes Damián Zepeda, Manuel Granados, Dante Delgado y Emilio Álvarez Icaza. “Como ya lo hice vía telefónica hace unos minutos que hablé con él, reconozco su triunfo, le expreso mi felicitación y le deseo el mayor de los éxitos por el bien de México.”




    Dicho eso, el panista se lanza en contra de Peña Nieto; recuerda que la Procuraduría General de la República (PGR) utilizó un caso de presunto lavado de dinero para orquestar una campaña y lastimar su candidatura. Y llama a los panistas a ser una oposición responsable desde el Congreso.




    El mensaje dura 4 minutos con 20 segundos, en los que sus acompañantes permanecen extrañamente sonrientes frente a decenas de camarógrafos, fotógrafos y reporteros.




    Los colaboradores de Anaya le echan las últimas porras de la campaña; se acercan a saludarlo, fotografiarlo, tratar de reconfortarlo. Pero el candidato sale a toda prisa con su esposa, guiado por escoltas que lo conducen hasta su auto. Antes de las 10 de la noche, emprende el regreso a su casa de Santa Fe e inicia una especie de retiro de la vida pública.




    Su ausencia será notoria en los próximos meses, cuando el PAN haga el recuento de daños y se sumerja en una agria confrontación interna.




    EL CIUDADANO MEADE




    “Estoy absolutamente seguro de que el día terminará con un triunfo para mí”, dice José Antonio Meade ante un grupo de periodistas que lo intercepta a las afueras de su casa de la colonia Chimalistac, en Coyoacán. Son las 9:28 de la mañana, y el “candidato ciudadano” postulado por el PRI emprende una breve caminata hacia la casilla 0272, acompañado de su esposa Juana Cuevas y su vocero Eduardo del Río.




    En el camino, algunos vecinos se acercan a saludarlo y darle ánimos. Estrechan su mano, le tocan el hombro, le dan palmaditas en la espalda.




    Colocado en un tercer lugar en las encuestas, el candidato del gobierno luce sonriente y jovial, vestido con saco y pantalón azul, camisa blanca y sin corbata.




    Un tímido grito de “Pepe presidente” se alcanza a escuchar cuando deposita su voto en la urna. Y al salir de la casilla dice que votó por quien considera que es el mejor candidato: “Yo mero”.




    Después, camina de regreso a casa y anuncia a la prensa que al mediodía acudirá con Juana y sus hijos a la capilla de San Sebastián Mártir —una joya arquitectónica del siglo XVI— para la misa dominical.




    —¿Va a rezar por su triunfo? —le pregunta un reportero.




    —No. Voy a rezar por México, como todos los domingos —responde el candidato.




    Al salir de la iglesia, nuevamente se encuentra con algunos reporteros que esta vez quieren saber de qué se trató la homilía, ante lo cual él solamente responde: “Sobre los milagros… justamente”.




    Y entonces, acompañado de Juana y sus hijos —Dionisio, José Ángel y Magdalena—, el candidato emprende otra caminata, esta vez a la casa de su padre, Dionisio Meade García de León, uno de los hombres fuertes de la tecnocracia mexicana en el sexenio de Ernesto Zedillo.




    Dionisio Meade fue uno de los creadores del rescate bancario a mediados de los años noventa. Al igual que su hijo, estudió para abogado y economista, pero, a diferencia del hoy candidato presidencial, él sí se afilió al PRI y acumuló experiencia como legislador y operador político. En la contienda contra López Obrador y Anaya, se erigió en una especie de consejero informal de la campaña de su hijo.




    A la hora de la comida, la casa del patriarca de los Meade se convierte en un improvisado cuarto de guerra, donde el jefe de campaña, Aurelio Nuño, y Vanessa Rubio, jefa de la oficina del candidato, concentran la información que les llega desde la sede central del PRI.




    Vanessa Rubio, quizá la colaboradora de más confianza de Meade —exsubsecretaria de Hacienda y candidata plurinominal al Senado—, es la encargada de concentrar la información, filtrarla y pasar a Meade sólo aquellos datos que considera más relevantes.




    Después de comer un jabalí a las brasas servido con arroz y ensalada, y cuando aún había panqués Garibaldi y café sobre la mesa, el candidato y su equipo deciden partir rumbo a la sede nacional del PRI, en Insurgentes Norte.




    El candidato llega a la sede priista después de las 16:00 horas, para entonces la tendencia ya es muy clara en favor de López Obrador.




    En las pantallas colocadas en las oficinas que se habilitaron para Meade, en el tercer piso del edificio, se proyectan cifras de la elección federal, de los comicios en la Ciudad de México y las ocho entidades donde se vota por gobernador.




    A las 18:00 horas, cuando aún están abiertas las casillas de Baja California y Sinaloa, Meade ya tiene clarísimo que quedará en tercer lugar, con menos de 20% de los votos, y que AMLO podría rebasar 50 por ciento.




    Ni un solo estado ha sido ganado por el PRI; ni siquiera aquellos bastiones dominados por el grupo político en el gobierno, como el Estado de México o Hidalgo.




    De las ocho entidades donde se elige gobernador, el PRI pierde tres que gobernaba: Jalisco, Yucatán y Chiapas —en alianza con el Partido Verde Ecologista de México (PVEM)—, y no compite en las otras cinco: Guanajuato, Morelos, Puebla, Tabasco y Veracruz.




    En la Ciudad de México, el candidato priista a la Jefatura de Gobierno, Mikel Arreola, es arrasado por Claudia Sheinbaum, y Meade suma apenas 600 mil votos en la capital, equivalentes a 12 por ciento.




    El PRI de Peña Nieto, que seis años antes celebró su regreso al poder en ese mismo edificio de Insurgentes Norte, se desmorona frente al efecto AMLO. Y Meade, economista pragmático y sin ambición política, propone reconocer de inmediato al ganador de la contienda.




    El candidato llama a Los Pinos, donde el presidente sigue la jornada acompañado del canciller Luis Videgaray, y acuerda con ellos reconocer sin reservas el triunfo del tabasqueño.




    Luego reúne en una oficina a Nuño, Rubio, Eruviel Ávila, y convoca al dirigente del PRI, René Juárez Cisneros, y a la secretaria general, Claudia Ruiz Massieu Salinas, para comunicarles que saldrá a reconocer su derrota en punto de las 20:00 horas.




    “Pepe es muy ecuánime, muy claro en sus convicciones y en sus decisiones. Nos juntó al equipo cercano, estuvo René Juárez, estuve yo, y él tomó la decisión de que le gustaría salir antes, le gustaría marcar una pauta de responsabilidad democrática para el país, que creía que era muy importante”, narró Vanessa Rubio al Financiero Bloomberg en una entrevista de agosto de 2018. “Revisamos el discurso, y simplemente respiró hondo, asumió su papel en este momento histórico para el país y decidió salir ante los medios a hablar. Como buen economista y demócrata, sabes cuando los números son irreversibles, y tomó una decisión relevante para este país.”




    Meade baja a la carpa colocada en el patio de la sede priista, para comparecer ante los medios de comunicación, exactamente a las 20:07 horas, apenas después de que concluyera la votación en todo el territorio nacional.




    Aparece con Aurelio Nuño y René Juárez. Ninguno viste de rojo, el color que, por recomendación de mercadólogos contratados por el PRI, habían adoptado Meade y su equipo desde mediados de la campaña.




    “Hoy toca a la ciudadanía tomar las decisiones, y ya lo ha hecho —dice el candidato—. Éste ha sido sin duda el mayor reto de mi vida. Uno en el que puse todo mi empeño, capacidades, convicciones y corazón […] En este momento, habré de reconocer que fue Andrés Manuel López Obrador quien obtuvo la mayoría; él tendrá la responsabilidad de conducir el Poder Ejecutivo, y por el bien de México le deseo el mayor de los éxitos.”




    Con esas palabras, Meade se convierte en el primer actor político del país en anunciar el triunfo de López Obrador.




    Interrumpido por colaboradores que le gritan “Pepe-Pepe-Pepe”, el candidato usa los nueve minutos de su mensaje para hacer un reconocimiento a Peña Nieto y una defensa de su propia gestión como secretario de Relaciones Exteriores, secretario de Desarrollo Social y secretario de Hacienda del gobierno que acababa de ser reprobado en las urnas.




    Según Meade, la administración peñista entrega un país con una economía fuerte y finanzas públicas sanas, atractivo para las inversiones, que le apostó a la educación y le ganó terreno a la pobreza extrema.




    Meade lee sin interrupciones las líneas de reconocimiento y gratitud a Peña, al PRI, al PVEM y a su equipo, pero se le quiebra la voz cuando menciona a su esposa, quien vestida de rojo —ella sí con el color del partido— sonríe mientras los pocos priistas presentes aplauden de pie en agradecimiento a su activismo en los ocho meses de una complicada campaña de proselitismo.




    Son las 20:30 cuando Meade abandona la sede del tricolor, dejando atrás un patio vacío y a oscuras, en el que militantes de a pie se consuelan unos a otros. Deambulan cabizbajos, fuman un cigarrillo tras otro, preguntándose cómo les irá con López Obrador, su excompañero de partido.




    Las estatuas de Benito Juárez y Plutarco Elías Calles son lúgubres testigos de la escena: una cuadrilla de trabajadores comienza a recoger sillas, bocinas, carpas, pantallas, logotipos del PRI y letreros que dicen “Meade presidente”. En la penumbra, desmontan el escenario de un festejo que no ocurrió.




    LA ELECCIÓN MÁS LIBRE DE LA HISTORIA




    A las 11:06 horas Lorenzo Córdova declara un receso en la sesión permanente del Consejo General del INE, y 15 minutos después se traslada al estudio de televisión ubicado en el edificio D de la sede central del instituto.




    Se ve relajado mientras atraviesa la explanada en la que decenas de medios de comunicación han instalado carpas e improvisado estudios de radio y televisión para hacer la transmisión de la jornada electoral.




    Córdova emite un mensaje alrededor de las 12:00 horas que difunden en cadena nacional, en el que informa a la ciudadanía lo que se acababa de reportar ante el Consejo General: que se han instalado 156 mil 803 casillas; es decir, más de 99.9% de las previstas. A esa hora, sólo cuatro casillas de Oaxaca no pudieron instalarse. Córdova califica la jornada como “una auténtica fiesta de la democracia” y, con alivio, dice que el INE no tiene registro de incidentes graves.




    El presidente del INE recuerda a la ciudadanía que nadie puede tratar de comprar su voto, ya sea con dinero en efectivo o regalos, y advierte que la mejor garantía de la libertad del sufragio es la participación de los ciudadanos. “La mesa está puesta para que ésta sea la elección más libre de nuestra historia. Nos corresponde a todos los mexicanos estar a la altura de ese reto democrático”, enfatiza.




    Concluido el mensaje, el presidente del INE aborda una camioneta que lo lleva a su casa en Coyoacán, donde descansa unos cuantos minutos. Luego sale caminando hacia la Plaza de la Conchita, donde se ubica la casilla 0708, en la que se forma para emitir su voto. Ahí también hay periodistas, ante los cuales repite el reporte de saldo blanco.




    A las 12:45 sale de la casilla, y de regreso hacia el INE, sube su foto votando a su cuenta de Twitter, en la que informa que se está registrando una participación masiva en todo el país. “Celebrémoslo siendo pacientes con las y los funcionarios de casilla que nos dieron su domingo”, añade.




    A las 13:30 se reanuda la sesión del Consejo General, y a esa hora se ponen sobre la mesa algunos problemas relacionados con las casillas especiales, donde los votantes en tránsito han agotado en unas cuantas horas las 750 boletas disponibles en cada centro de votación.




    Dos horas más tarde un grupo de ciudadanos que no alcanzaron a votar en la casilla especial ubicada en la Biblioteca Vasconcelos, en Buenavista, se traslada hasta la sede central del INE para protestar y exigir una boleta para poder votar, lo que es legalmente imposible. Una valla de granaderos es colocada en la sede de Viaducto Tlalpan y Periférico Sur para resguardar el INE.




    Para ese momento la verdadera preocupación de las autoridades electorales no son esos incidentes menores, sino lo que se espera en las casillas a la hora del cómputo de votos frente a una participación masiva. Una de las novedades de esta elección es la casilla única; es decir, la instalación de una sola mesa directiva de casilla para contar los votos de la elección presidencial, las elecciones de senadores y diputados federales, y las de gobernador, diputado local y ayuntamientos en las entidades con elecciones concurrentes. Solamente Nayarit y Baja California Sur no celebran comicios locales, lo que quiere decir que en 30 entidades debe realizarse el cómputo de entre cuatro y seis elecciones distintas. Contar todos esos votos y llenar las actas correspondientes una vez concluido el cómputo de las diversas elecciones llevará toda la noche, por lo que el flujo de información podría ser mucho más lento que en los comicios de 2012.




    Ante esa complejidad, si el resultado de las elecciones presidenciales fuera cerrado, el INE y su consejero presidente no tendrían margen para cantar un resultado definitivo en la noche del 1 de julio. En los pasillos del INE se habla de evitar a toda costa el escenario de 2006, cuando Luis Carlos Ugalde salió en cadena nacional a decir que lo cerrado de la diferencia entre Felipe Calderón y Andrés Manuel López Obrador le impedía declarar un ganador de la contienda.




    Para las seis de la tarde, en los chats de muchos consejeros electorales, representantes de partidos y periodistas comienzan a circular resultados de encuestas de salida que, por ley, no pueden difundirse en medios de comunicación. Pero las cifras de esos sondeos son un indicativo de que esa noche no se aparecerá el fantasma de Ugalde en el INE. Las encuestas señalan una diferencia de más de 20 puntos a favor de López Obrador, con lo que se conjura cualquier posibilidad de un conflicto.




    Con esa tranquilidad, a las 20:00 horas Lorenzo Córdova vuelve a aparecer en cadena nacional, para informar sobre el cierre de casillas y explicar que sigue el cómputo de los votos en presencia de los representantes de los partidos acreditados en los centros de votación, y el traslado de los paquetes electorales a las juntas locales del INE. Córdova anuncia que, a partir de esos momentos, comenzarán a fluir los datos en el PREP, y señala que será hasta las 23:00 horas cuando él mismo dé a conocer los resultados del conteo rápido, un ejercicio estadístico con el que podría anticiparse el ganador de la elección presidencial.




    “Estamos apenas en la fase de escrutinio y cómputo en las casillas, y por ello es muy importante que todos los actores políticos, los medios de comunicación, las organizaciones sociales y la ciudadanía se conduzcan con un alto sentido de responsabilidad. En estos momentos nadie puede anticipar con absoluta certeza y precisión algún tipo de resultado”, advierte Córdova.




    El INE pide no anticipar victoria, derrotas ni festejos, pero son los propios derrotados (primero Meade, luego El Bronco y finalmente Anaya) quienes saldrán en los próximos minutos a levantarle el brazo a Andrés Manuel López Obrador.




    A las 20:45 horas la sesión del Consejo General del INE vuelve a reanudarse. Para ese momento ya se han pronunciado los candidatos derrotados.




    Ante los 11 consejeros y los representantes de los partidos el secretario ejecutivo del INE, Edmundo Jacobo Molina, presenta el informe sobre la jornada electoral, en el que se registraron 3 mil 780 incidentes, de los cuales más de la mitad fueron resueltos inmediatamente.




    Según las cifras del funcionario, finalmente se instaló 99.91% de las casillas; es decir, sólo 15 no lograron abrirse desde el inicio de la jornada.




    Sin embargo, Edmundo Jacobo también reporta que en 14 casillas se suspendió la votación definitivamente, por riesgo de violencia, robo o destrucción del material electoral. Las casillas donde se registraron los incidentes más graves del día están en Tapachula, Chiapas; Gustavo A. Madero, Ciudad de México; Pachuca, Hidalgo; Tuxtepec, Oaxaca; Chetumal, Quintana Roo; San Luis Río Colorado, Sonora, y Puebla. En esta última entidad se reportan dos asesinatos, ataques a mano armada, robo de urnas y una serie de anomalías que contrastan con lo que ocurrió en el resto del país. A la larga, Puebla será la única elección de gobernador —de las nueve que se celebran ese día— que será impugnada ante el TEPJF.




    Al término del informe sobre el desarrollo de la jornada electoral ya no hay duda de quién es el ganador de las elecciones presidenciales: lo han dicho las televisoras, con sus encuestas de salida; los candidatos y partidos perdedores, y prácticamente todos los influencers, analistas y líderes de opinión. Pero el INE debe esperar los procedimientos legales y formales.




    Cerca de las 21:00 horas Córdova declara un nuevo receso en la sesión extraordinaria del Consejo General, pero antes anuncia que a las 23:00 dará a conocer los resultados del conteo rápido, con lo que se confirmarán oficialmente las tendencias dadas a conocer por los medios de comunicación.




    El presidente del INE aprovecha el receso para llamar al ganador de la contienda y confirmarle que en un rato más hará oficial su triunfo. Córdova aprovecha la llamada para pedir a AMLO que, antes de pronunciar su discurso de la victoria, espere la cadena nacional del INE y la que, segundos después, hará el presidente de la República para felicitarlo.




    Justo a las 23:00 horas, Córdova aparece en las pantallas y, de manera simultánea, los demás integrantes del Consejo General se reúnen en una sala de juntas para conocer, en voz de Edmundo Jacobo, el informe del Comité Técnico Asesor del Conteo Rápido.




    Los datos elaborados por el equipo de matemáticos pertenecientes a la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y otras instituciones de educación superior, contratado por el INE, son contundentes: Andrés Manuel López Obrador alcanza una votación que fluctúa entre 53 y 53.8% de los votos; Ricardo Anaya queda en segundo lugar, con un rango de 22.1 a 22.8%; José Antonio Meade se ubica en tercero, entre 15.7 y 16.3%, y Jaime Rodríguez, El Bronco, se ubica en cuarto, con un rango entre 5.3 y 5.5 por ciento.




    Córdova aclara que estos resultados son oficiales, pero aún no legalmente válidos, pues es preciso esperar los cómputos que se efectuarán a partir del miércoles 4 de julio en los 300 distritos en que se divide el país. Pero deja claro que la tendencia es definitiva para declarar ganador al candidato de la coalición Juntos Haremos Historia.




    Cuando los consejeros electorales regresan a la sesión de Consejo General, cerca de las 23:30 horas, el primer cuadro de la ciudad ya es una fiesta, por lo que la lectura del informe sobre el conteo rápido —que ya todos conocen— se convierte en un trámite para poder concluir la jornada electoral.




    El informe leído por el secretario ejecutivo del INE da pie para que los partidos políticos de la coalición encabezada por el PRI, a través de su representación en el INE, fijen una postura oficial y legal sobre la jornada electoral, y reafirmen lo que acaba de decir Peña Nito en cadena nacional: el reconocimiento de los resultados y los deseos de éxito al candidato ganador.




    Después habla Horacio Duarte, el experimentado abogado mexiquense que representa a Morena en el INE, el mismo que representó a AMLO en 2006. Viejo lobo de la política, Duarte elogia la labor de los millones de ciudadanos que hicieron posible la jornada electoral con su labor como funcionarios de casilla.




    “No puede haber divorcio entre los gobiernos y las instituciones y los ciudadanos. Para Morena, el mandato más importante de esta elección es convertir ese hartazgo ciudadano en esperanza, en mecanismos para afianzar la democracia en nuestro país […] —dice—, obtener, según este informe, 31 puntos de diferencia en la elección presidencial no es un cheque en blanco, es el mandato de actuar con mucha responsabilidad, en un marco que permita la reconciliación del país.”




    El representante de Morena asegura que en esta elección el INE rinde “cuentas claras y buenas cuentas” a los ciudadanos.




    El panorama es diametralmente opuesto al de 2006, cuando Duarte abandonó el INE denunciando fraude electoral, y López Obrador mandó al diablo a esta y otras instituciones.




    La jornada del 1 de julio concluye a la medianoche. Después de que Córdova levanta la sesión de Consejo General, los presentes se ponen de pie y aplauden durante un minuto.




    “Viva México”, se alcanza a escuchar antes de que las consejeras y consejeros, representantes de partidos y funcionarios electorales se abracen y se feliciten por haber llevado a buen puerto la elección más grande y compleja de la historia.




    LA NOCHE DE AMLO




    José Ramón López Beltrán, hijo de Andrés Manuel López Obrador, sale de la casa de su padre alrededor de las cinco de la tarde sin despegar la vista de su teléfono. Cuando se le acercan los reporteros que hacen guardia en el lugar sonríe y pronuncia una sola palabra: “Vamos superrequetebién”.




    López Obrador termina de comer y abandona su hogar a las 17:30. Aborda el Jetta blanco y recorre la ciudad, desde Tlalpan hasta la colonia Roma, en menos de 30 minutos.




    Va feliz. Los reportes que anticipan su triunfo se los han dado directamente sus hijos, quienes coordinan los diversos cuartos de guerra que instaló Morena para dar seguimiento a los comicios. Además de Gonzalo, José Ramón y Andy, los principales responsables de la megaoperación electoral son Gabriel Díaz, Yeidckol Polevnsky, Tatiana Clouthier y los coordinadores en las cinco circunscripciones: Julio Scherer Ibarra, Marcelo Ebrard, Ricardo Monreal, Bertha Luján y Rabindranath Salazar.




    En ese momento aún no lo sabe con exactitud, pero AMLO está por rebasar los 30 millones 113 mil votos, la cifra más grande que haya alcanzado jamás un candidato a la presidencia.




    Morena ha ganado, además, la Ciudad de México y las gubernaturas de Chiapas, Tabasco, Veracruz y Morelos. Pelea Puebla. Tiene en la bolsa una decena de capitales estatales. Y aventaja en las elecciones de senadores y diputados federales.




    AMLO será presidente en condiciones no vistas desde antes de 1997; con una mayoría en las dos cámaras del Congreso de la que no disfrutaron Ernesto Zedillo —en la segunda mitad de su sexenio—, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto.




    Hasta la calle de Chihuahua comienzan a llegar legisladores y dirigentes de Morena, periodistas, camarógrafos montados en motocicletas y cientos de simpatizantes y curiosos que son conminados a irse al Zócalo.




    Los operadores de la coalición Juntos Haremos Historia se reparten tareas. Unos se mantienen en los cuartos de guerra recibiendo y analizando reportes electorales que llegan desde estados y municipios, y emiten la orden de no descuidar las casillas por salir a festejar. Otros cruzan llamadas con el jefe de Gobierno interino de la Ciudad de México, José Ramón Amieva, para que permita el acceso de la gente al Zócalo, que permanece resguardado por la policía para cuidar la megapantalla instalada para transmitir los partidos del Mundial de Futbol.




    Porfirio Muñoz Ledo arriba a la oficina del candidato y se reúne con él para revisar los dos discursos que leerá esa noche: uno en un salón del hotel Hilton Alameda, donde se encuentra congregado su equipo de campaña, y otro en la Plaza de la Constitución.




    También llegan Marcelo Ebrard, Olga Sánchez Cordero y Tatiana Clouthier, quien coincide en el diagnóstico de José Ramón: “Vamos requetebién”.




    Adentro de la oficina, López Obrador comienza a recibir llamadas de felicitación: Anaya, Meade, El Bronco, Lorenzo Córdova, el presidente Peña Nieto…




    Afuera, los simpatizantes se enteran a través de sus teléfonos de los pronunciamientos de los tres candidatos perdedores; escuchan que Televisa y TV Azteca ya dieron a conocer encuestas de salida con una clara tendencia a favor de su líder. Pero siguen sin creerlo.




    Para las nueve de la noche el grupo de simpatizantes afuera de la casa de la colonia Roma ya es muy nutrido. De adentro les mandan decir que el festejo será en el Zócalo, pero ellos prefieren matar la espera cantando el “Cielito lindo” e improvisando nuevas consignas: “La mafia ya se va / de la silla presidencial”, “López Obrador / no la hagas de emoción”.




    Después de las 22:00 horas el candidato sale al balcón de la casona de la calle Chihuahua, vestido de traje y corbata, y acompañado de su esposa. Levanta los brazos, se abraza a sí mismo como muestra de cariño a los que lo vitorean, y se prepara para salir.




    Su recorrido hasta el hotel Hilton Alameda se convierte en una persecución de motos y coches. Decenas de personas salen a su paso para celebrar el triunfo. En el cruce de las avenidas Cuauhtémoc y Chapultepec, frente a la cantina La Rambla, su coche queda parado junto al Metrobús, del que desciende una docena de pasajeros para ir a tocarlo, tomarse una foto, felicitarlo. A AMLO se le mojan los ojos de la emoción y dice, por primera vez de muchas en esa noche: “No les voy a fallar”.




    La llegada al Hilton ocurre en medio de una muchedumbre que toma por asalto las puertas y el lobby de ese hotel más bien fifí. López Obrador entra al estacionamiento subterráneo por una calle lateral; camina hasta el salón donde lo espera su equipo amplio de campaña. Gabriela Cuevas, Antonio Attolini, John Ackerman, las próximas secretarias y secretarios de Estado y un centenar más de invitados especiales ocupan las sillas frente a dos grandes pantallas donde aparece la imagen de Lorenzo Córdova, dando los resultados del conteo rápido. Cuanto el presidente del INE lee que el candidato Andrés Manuel López Obrador obtuvo una votación que se ubica entre 53 y 53.8% de la votación, estalla el festejo. Attolini brinca como saltamontes formando círculos en un rincón del salón. Los morenistas se abrazan, aplauden, levantan las manos, gritan con euforia; brotan las lágrimas, las porras, los vivas y el grito de batalla: “Es un honor estar con Obrador”.




    Andrés Manuel se queda inmóvil en su silla, rodeado de sus hijos, frente a las pantallas en las que se acaba de proyectar el mensaje pronunciado por el hijo de Arnaldo Córdova, uno de esos luchadores de la izquierda mexicana que ya no pudieron presenciar este hito. Coincidencias de la historia: a AMLO le tocó escuchar que al fin se le reconociera su triunfo en las elecciones presidenciales de voz del único hijo varón de un histórico del Partido Comunista, uno de los compañeros de las mil y una batallas del tabasqueño, que falleció en 2014 y ya no pudo ver el triunfo del movimiento, pero que ocupa un lugar especial en la mente y en los discursos del candidato.




    Afuera del hotel, en las banquetas y los carriles centrales de la avenida Juárez, los que no pueden entrar ven los mensajes en una pantalla: Lorenzo Córdova, Enrique Peña Nieto y, finalmente, el de su líder. Andrés Manuel habla frente a un centenar de reporteros, acompañado de su familia y con una mampara detrás en la que puede leerse: “Gracias, México, no les voy a fallar”.




    El mensaje ante los medios, transmitido en vivo por todas las televisoras, busca tranquilizar a los escépticos: “No apostamos a construir una dictadura abierta ni encubierta. Los cambios serán profundos, pero se darán con apego al orden legal establecido. Habrá libertad empresarial, libertad de expresión, de asociación y de creencias. Se garantizarán toda las libertades individuales y sociales. En materia económica, se mantendrá la autonomía del Banco de México; el nuevo gobierno mantendrá disciplina financiera y fiscal […] Siempre nos conduciremos por la vía legal, no actuaremos de manera arbitraria, ni habrá confiscación o expropiación de bienes”, promete el candidato.




    Asegura, también, que el próximo presidente de ninguna manera permitirá la corrupción ni la impunidad. “Sobre aviso no hay engaño”, remata.




    Después se traslada al Zócalo, donde ya lo esperan miles de personas que han ido llegando desde la tarde, en metro, en taxi, bicitaxi o por su propio pie. Nadie los ha convocado ni acarreado y, aunque no llenan por completo la plaza, juntos ofrecen la estampa de un Zócalo iluminado y repleto a la medianoche; una postal que aparecerá en todos los periódicos, portales y noticieros de televisión en México y el mundo.




    Casi a la medianoche, el candidato comienza a leer su discurso, el mismo que horas antes iba revisando en su coche:




    “Se decidió, el día de hoy, iniciar la cuarta transformación de la vida pública de México”, asegura.




    “¡Triunfó la revolución de las conciencias!”, exclama.




    Sus palabras son replicadas con aplausos y gritos de una multitud eufórica que celebra, después de tres intentos fallidos, la victoria de su dirigente.




    En el Zócalo hay niños, ancianos, mujeres y hombres que visten camisetas de AMLO, agitan banderas y hacen sonar matracas, tambores y cornetas. Algunos de los presentes lloran, emocionados, cuando AMLO rememora las luchas previas: sus éxodos desde Villahermosa en los años noventa; la campaña por el Gobierno de la Ciudad de México en 2000; el desafuero en 2004; la campaña de 2006 y el plantón de Reforma, y la campaña de 2012.




    Ahora están ahí, escuchando que López Obrador les promete cumplir todos los compromisos. Y entre ellos se pellizcan, para comprobar que no es un sueño.




    “No les voy a fallar, no se van a decepcionar —asegura el tabasqueño—, soy muy consciente de mi responsabilidad histórica; no quiero pasar a la historia como un mal presidente.”




    Y cuando ya no tiene nada más que decir, remata con una de sus frases favoritas: “Amor con amor se paga; así como me quieren ustedes a mí, los quiero yo a ustedes… y un poquito más todavía”.




    Ya es 2 de julio cuando López Obrador abandona el primer cuadro para dirigirse a su casa. Algunos de sus simpatizantes permanecen hasta dos horas más en las calles del Centro. Ríen, cuentan anécdotas, beben, bailan y cantan.




    Al mediodía del lunes 2 de julio, en esa misma plaza, miles de mexicanos llorarán la derrota de México ante Brasil en los octavos de final del Mundial Rusia 2018. Otra vez se habrá esfumado el sueño del quinto partido. Pero el sueño de la cuarta transformación apenas habrá comenzado.
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    El sentido y las rutas de la transición democrática en México




    Lorenzo Córdova Vianello




    1. NATURALEZA DEL PROCESO DE DEMOCRATIZACIÓN EN MÉXICO




    La transición mexicana a la democracia fue un proceso muy particular. A diferencia de otros casos de cambio político en el mundo en los que la instauración de un régimen democrático que sustituye y se impone a un sistema autoritario ocurrió en un breve tiempo y a partir de una ruptura profunda con el pasado (piénsese en la transición española o en la chilena como ejemplos emblemáticos), la democratización del sistema político mexicano ocurrió de manera lenta, gradual, paulatina y sin quiebres radicales con el estado de cosas antes existente.




    Eso explica el que nuestra democratización haya ocurrido en un largo periodo que abarcó varias décadas en las cuales se fue dando una serie de cambios sucesivos que poco a poco transformaron nuestro sistema político a partir de una modificación paulatina de las reglas del juego de acceso y ejercicio del poder.




    La lógica que siguió la transición democrática fue la del gradualismo y la de la sucesiva acumulación de los cambios que se fueron instrumentando a través de una larga serie de acuerdos políticos. Para utilizar un símil, podríamos decir que el estudio de nuestra transición debe hacerse a partir del análisis de las sucesivas capas sedimentarias (como las que les permiten a los arqueólogos o los geólogos determinar las diferentes etapas históricas) que se fueron decantando a lo largo del tiempo.




    Frente a la transición española que ve en los Pactos de la Moncloa y en la consecuente Constitución de 1978 un parteaguas que marca un antes y un después, o la chilena, en donde el plebiscito del “No” en 1988 constituye un episodio fundacional, en el caso de México no podemos ubicar un momento o un evento específico gracias al cual hayamos dejado de ser el régimen autoritario que emanó de la Revolución mexicana y de sus secuelas políticas históricas y nos hayamos convertido en una democracia. No existe un instante fundacional, un punto de quiebre inequívoco en nuestra historia política que pueda de manera indubitable e incuestionable establecerse como fecha y hora de nacimiento de la democracia en México.




    Como ha sido evidenciado por varios estudios,1 el cambio democrático en México se articuló a través de una serie de reformas políticas (fundamentalmente electorales) que desde 1977 fueron transformando las reglas de acceso y de ejercicio del poder público y que, pausadamente, fueron provocando cambios en el sistema de partidos, en la modificación de los equilibrios políticos resultantes de las elecciones, en las condiciones de la competencia electoral, en las demandas de nuevos cambios a las mismas reglas del juego, en la creación de mecanismos e instituciones de control del poder, en el reconocimiento y garantía de nuevas libertades y derechos (muchos de los cuales, si bien estaban incorporados en la Constitución, habían sido hasta entonces letra muerta), etcétera.




    En suma, no obstante la pausa y el gradualismo con el que se fue gestando el cambio, éste ha sido profundo y radical. Nada tiene que ver el México de hoy con el que prevalecía políticamente hace cuatro décadas al inicio de la segunda mitad de los setenta, o incluso con el que a finales de los ochenta seguía evidenciando un mapa de la representación política prácticamente uniforme y monocolor; un país en donde, de cara a cada elección, había un ganador predeterminado y en donde la oposición jugaba un rol eminentemente testimonial.




    Hoy el concepto mismo de oposición es relativo. Se redefine con cada elección y se entrevera con el sistema de partidos a lo largo de todo el espectro político. Quien gobierna a nivel federal es oposición en muchos de los estados; quien ocupa el gobierno local no necesariamente cuenta con mayoría en el Legislativo, y los gobiernos municipales son un vitral multicolor que evidencia el intenso y diverso pluralismo político que cruza el país a nivel nacional, regional, estatal y local.




    2. ¿DE DÓNDE VENIMOS?




    El punto de partida de la transición democrática fueron los evidentes síntomas de agotamiento del régimen político autoritario, excluyente y en muchos sentidos autorreferencial que se había construido a lo largo del siglo XX como consecuencia de la Revolución mexicana y la serie de reacomodos políticos que se fueron asentando en el par de décadas que siguieron a la misma. El régimen posrevolucionario cuajó y vivió en una permanente contradicción entre el plano normativo que lo regía y la realidad política concreta en la que se ejercía o, si se quiere, entre el texto de la Constitución de 1917 y el ejercicio del gobierno tanto por lo que hacía al acceso al poder como por lo que hacía a su ejercicio.




    En efecto, el carácter “democrático” de la República Mexicana, fundado en elecciones periódicas para la renovación de los gobiernos y los cargos representativos, estuvo presente desde el texto originario de la Constitución (y el carácter libre del voto ciudadano en las leyes electorales correspondientes) y nunca en su vigencia han dejado de realizarse puntualmente comicios para renovar los cargos públicos electivos. El problema es que las elecciones y el sistema de partidos que existieron durante gran parte del siglo pasado en México difícilmente podrían enfrentar la más elemental prueba de democraticidad. Procesos electorales controlados por el gobierno, resultados frecuentemente alterados, opositores excluidos o incluso asesinados, un férreo control político gubernamental de los registros que permitían la existencia legal de partidos políticos y el acceso a la competencia electoral, la existencia de un partido mayoritario y omnipresente que se entreveraba con el aparato estatal y era difícilmente distinguible de éste, y no pocos casos de violencia electoral fueron la nota característica del sistema electoral mexicano posrevolucionario.




    Desde la fundación del Partido Nacional Revolucionario (PNR) en 1929 y con una intensidad cada vez mayor con sus gestaciones posteriores,2 prácticamente la única vía de acceso a un cargo electivo era el ser candidateado al mismo por el así llamado “partido oficial” que, en consecuencia, devino en una poderosa maquinaria de control político. Por eso, en estricto sentido, el PNR y sus sucesores, el Partido de la Revolución Mexicana (PRM) y el Partido Revolucionario Institucional (PRI), no fueron pensados originalmente como partidos, sino como auténticas maquinarias políticas de control social que permitieran articular el poder presidencial, procesar intereses y, de alguna manera, pacificar la política en la etapa postrevolucionaria. De ese modo, las elecciones, cuyos ganadores estaban generalmente predefinidos (salvo excepciones realmente extraordinarias), lejos de ser un mecanismo de control político de los gobernados que a través de su voto pudieran premiar o castigar las acciones de gobierno o la actuación de sus representantes, fungieron durante esa etapa de nuestra historia política como un mecanismo meramente legitimador y de reafirmación de un poder ejercido de manera vertical y concentrada.




    En este periodo, además, las elecciones se realizaron bajo un férreo control gubernamental y no estuvieron exentas de acusaciones de manipulación y de fraudes.3




    Durante esta etapa de la historia, una revisión de los resultados oficiales de las elecciones y de la integración de los órganos de representación política federales y locales podría hacer suponer la existencia de una sociedad políticamente homogénea y de una disidencia al gobierno marginal o inexistente. Lo cierto es que, con el paso del tiempo, la diversidad y el pluralismo político e ideológico poco a poco fueron incrementándose, entrando en una tensión creciente hasta llegar a colisionar con el vertical, excluyente y refractario sistema político que se había consolidado a lo largo de las décadas posteriores a la Revolución. Así, las expresiones de disenso e inconformidad con el régimen fueron aumentando y derivaron en actos y manifestaciones de protesta que fueron puntual y sistemáticamente reprimidos. Así ocurrió, desde los últimos años cincuenta y hasta mediados de la década de los setenta, entre otras, con las movilizaciones del magisterio, de los médicos, de los ferrocarrileros, de electricistas, de académicos universitarios y de estudiantes, encontrando en las represiones a los jóvenes universitarios en 1968 y del Jueves de Corpus en 1971 sus episodios más dramáticos y emblemáticos.




    Paralelamente, la impermeabilidad del sistema político que se expresaba en un inmovilismo en el sistema de partidos que contrastaba abiertamente con la creciente pluralidad de expresiones políticas e ideológicas en las décadas de los sesenta y setenta provocó varias escisiones radicales en el Partido Comunista Mexicano (PCM), que desde 1948 había visto cancelado su registro como partido político y había sido condenado a vivir en la clandestinidad, que optaron por la vía armada para combatir al régimen y alimentaron las diversas expresiones de guerrilla urbana y rural que marcaron esos años. Tal como ocurrió, también, con grupos radicales de derecha, que llegaron a emprender acciones de violencia contra el régimen desde lo años 30.




    Hay dos ejemplos que evidencian de manera muy clara el contraste entre la cerrazón que caracterizaba a ese sistema político y una sociedad cada vez más diversa y plural que no encontraba cauces institucionales para expresarse: en primer lugar el hecho de que el sistema de partidos permaneció cerrado a nuevas fuerzas políticas por casi un cuarto de siglo; en efecto, luego de que el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana (PARM) obtuviera su registro en 1954, ninguna fuerza política fue reconocida legalmente sino hasta que, en 1978, se concedieron nuevos registros como consecuencia de la reforma política de 1977. Durante esos casi cinco lustros el sistema de partidos se acotó al PRI, el PAN, el Partido Popular Socialista (PPS) y el ya mencionado PARM. Sin embargo, desde las elecciones de 1958, y hasta los comicios de 1982, tanto el PPS como el PARM sistemáticamente presentaron a los mismos candidatos a la presidencia que postuló el PRI, con lo que rápidamente fueron considerados como “partidos satélites” de la fuerza política gobernante, relegando como única auténtica oposición legalmente reconocida al PAN.




    El segundo ejemplo del carácter excluyente del régimen revolucionario que prevaleció durante gran parte del siglo pasado fue el hecho de que en las elecciones de 1976 sólo se presentó como candidato a la presidencia de la República José López Portillo, abanderado del PRI (también sostenido por el PPS y el PARM), dado que el PAN, luego de una serie de diferencias y conflictos internos, no logró los consensos necesarios para postular a un candidato presidencial. Nunca como entonces se había contrapuesto de manera tan nítida y contrastante el “país legal” (el que expresaban las instituciones, principalmente las representativas, que reflejaban un país monocolor y aparentemente homogéneo) con el “país real” (el que reflejaba a una sociedad cada vez más diversa y plural que no encontraba un cauce en el plano institucional).




    En ese contexto, la reforma política promovida y concretada al inicio del sexenio de López Portillo por su secretario de Gobernación, Jesús Reyes Heroles, marcó el inicio de una serie de transformaciones que concretarían en las décadas posteriores el proceso de transición a la democracia. Si bien la reforma de 1977 no puede considerarse como una reforma fundacional por sus aún limitados alcances en clave democrática, sí fue la que desencadenó un ciclo de cambios paulatinos y graduales que se articularían en ocho grandes reformas electorales.4




    En un temprano análisis sobre las causas, los límites y los beneficios de la reforma política promovida por Reyes Heroles, Arnaldo Córdova destacó, en 1986, la importancia de las pequeñas, pero muy concretas posibilidades que dicha reforma abrió a la lucha por la democracia, y explicó:




    La reforma política, sin embargo, fue positiva y en muy alto grado. Desde luego, es mucho mejor para todos, incluido el mismo sistema político establecido, que a una organización se le dé la posibilidad, por mínima que ésta sea, de participar en la competencia legal por el poder, a que se le ponga fuera de la lucha legal. Para la izquierda, muchos de cuyos grupos tendían a una subversión en la cual no tenían ninguna oportunidad de triunfar, pero que hacía un grave daño a la estabilidad del sistema, fue muy importante poder medir, pese a los fraudes electorales y a la manipulación del voto que el partido gobernante está acostumbrado a llevar a cabo, su presencia en la voluntad popular.... Pero mucho más importante para la formación cívica de los mexicanos resultaban las pequeñas pero muy concretas posibilidades que se abrían a la lucha por la democracia… antes los ciudadanos no tenían más opción que votar por el PRI o no votar y esto último era lo que por lo general hacían y, en gran medida, siguen haciendo. Quién gane y, por lo mismo, quién decida, no es ya la cuestión más importante, sino las posibilidades que la lucha electoral ofrece para una transformación democrática de México.5




    3. LA RUTA DE LA TRANSICIÓN




    A lo largo de cuatro décadas, las reformas electorales mencionadas fueron encauzando el proceso de democratización y de paulatino perfeccionamiento de los procedimientos democráticos. La comprensión cabal de esas transformaciones sólo puede ocurrir si se observa el conjunto y no si se hace un análisis aislado e independiente de cada una de esas reformas. No porque en lo individual no tengan características que las distingan de las otras y que les den identidad propia, ni porque no puedan ser objeto de estudio particular, sino porque las distintas reformas son parte de un largo y continuado proceso y porque cada una de ellas tuvo el propósito de ir resolviendo determinados problemas, necesidades y exigencias concretas que se fueron planteando como prioridades históricas a resolver en el contexto político específico en el que se fueron dando.




    Hay, por supuesto, muchas maneras de analizar y de explicar las reformas electorales que encauzaron el proceso de transición democrática a partir de 1977. La más recurrente es la de hacer un análisis puntual de cada una de ellas, de sus avances y eventuales retrocesos, así como revisar los cambios que fueron provocando tanto en el plano del sistema de partidos como en el de la representación política a nivel nacional, estatal y municipal. No pretendo en estas líneas una reconstrucción de ese tipo, sino más bien presentar ese proceso a partir de los grandes objetivos políticos que paulatinamente se fueron planteando como necesidades que resultaba indispensable resolver para poder encauzar, procesar y avanzar en la ruta de un cambio democrático. La transición mexicana, insisto en el punto, fue un proceso acumulativo de transformaciones, pero éstas tuvieron en distintos momentos lógicas y objetivos específicos consistentes en resolver determinados problemas heredados de nuestro pasado autoritario.




    En ese sentido, a lo largo de cuatro décadas de cambio político-electoral se han delineado ciertas prioridades que constituyeron los propósitos centrales de cada reforma. Ello no significa que cada una de ellas fuera monotemática, por supuesto; todas implicaron una revisión profunda de las reglas del juego democrático y supusieron acuerdos de largo alcance; sin embargo, también es cierto que en todas es posible identificar un elemento distintivo, vertebrador de la misma, que, visto en perspectiva, permite identificar desde una mirada omnicomprensiva objetivos específicos y eventualmente comunes entre ellas.




    De este modo, se pueden identificar cuatro grandes propósitos articuladores de las reformas electorales: a) la inclusión y la representación de la pluralidad política en el ámbito institucional; b) la edificación de un sistema electoral confiable y creíble; c) la generación de condiciones de equidad en la competencia político-electoral, y d) la homogeneidad de las reglas y procedimientos electorales a nivel nacional (es decir, tanto en el plano federal como en el local). En las líneas sucesivas de este capítulo me ocuparé brevemente de las tres primeras.




    a) Inclusión y reflejo del creciente pluralismo




    Uno de los signos distintivos del régimen autoritario que se edificó en el periodo posrevolucionario fue su carácter excluyente y la consecuente negativa a abrir la vida institucional a alternativas políticas e ideológicas que no se encontraban expresadas en las opciones que podían intervenir en la vida electoral. Ese rasgo fue, como mencionamos, particularmente evidente justo en las épocas en las que crecientes manifestaciones de inconformidad se fueron presentando públicamente desde la segunda mitad de los años cincuenta y hasta bien entrada la década de los setenta, precisamente cuando el sistema de partidos se mantuvo estático e impermeable a nuevas alternativas.




    Si bien es cierto que en ese contexto se introdujo la figura de los “diputados de partido” en 1963 y que las reglas para acceder a esos espacios de representación en la Cámara de Diputados se ampliaron en 1973, en realidad se trató de una fórmula para permitirle un acceso siempre marginal y, en el fondo, intrascendente a la oposición (que era reconocida legalmente) a dicha instancia legislativa como una manera de mitigar el carácter excluyente y opresivo del régimen. En los hechos, esa figura nunca tuvo un propósito democratizador y sus efectos fueron meramente testimoniales.6




    Desde este punto de vista, la primera gran necesidad que debía atenderse era, por un lado, la de abrir el sistema político a la diversidad ideológica que no encontraba un cauce institucional para expresarse y que corría el riesgo de desbordar las cerradas, escasas y excluyentes vías legales para hacer política (y que de hecho, con los movimientos guerrilleros de los años sesenta y setenta, y la enorme conflictividad política y social en las universidades, el campo, los sindicatos y las colonias populares, revelaba que ese desbordamiento estaba ya ocurriendo) y, por otro lado, que ese creciente pluralismo contara con mecanismos francos y eficaces para poder reflejarse en los órganos representativos del Estado en los que se tomaban las decisiones políticas, es decir, en el Congreso.




    Dicho de otro modo, el primer paso, indispensable para democratizar un sistema autoritario, vertical, excluyente y refractario a la diversidad política, como el que teníamos a mediados de la década de 1970, pasaba necesariamente por su apertura a expresiones políticas distintas a las existentes, por su reconocimiento legal, por permitir que las mismas compitieran electoralmente con las demás y por facilitar su acceso a la representación nacional.




    Apertura e inclusión fueron los objetivos primordiales en el entonces todavía largo camino por democratizar al régimen. Ésa fue, en efecto, la lógica que inspiró la reforma político-electoral de 1977, y las figuras concretas en las que se concretó ese propósito fueron el “registro condicionado” y la “representación proporcional”.




    El registro condicionado sirvió para flexibilizar los requerimientos que debían cumplir las organizaciones de ciudadanos que quisieran convertirse en partidos políticos, permitiendo que con el mero cumplimiento de ciertos requisitos mínimos (como demostrar que se trataba de fuerzas políticas con identidad propia y, por lo tanto, distintas a las existentes, o bien contar con documentos básicos, es decir, estatutos, declaración de principios y programa de acción, entre otras condiciones) pudieran obtener el reconocimiento legal como partidos y, por ello, la posibilidad de participar en las elecciones, en las que debían obtener un mínimo número de respaldos ciudadanos (votos) para mantener definitivamente dicho registro.




    La representación proporcional, por su parte, fue un mecanismo adicional al de los eventuales triunfos que por la vía de las elecciones de mayoría relativa en los distritos electorales hubieran obtenido los partidos políticos minoritarios, con la única condición de que fueran mínimamente representativos,7 que consistía en asignar un número determinado de escaños con base en el porcentaje de votos que hubiera obtenido cada uno de ellos. Así se garantizaba que todo partido que superara el umbral de votación de 1.5% de los votos válidamente emitidos en las elecciones respectivas tuviera acceso a la Cámara de Diputados.8




    En un primer momento (con la reforma de 1977), la cuota de representantes populares elegidos mediante este nuevo principio se estableció en 100 sobre un número fijo de 400 diputados que integrarían la Cámara Baja federal.9 Más adelante (con la reforma de 1986), ese número se incrementaría a 200, con lo cual la Cámara de Diputados crecería a 500 legisladores en total: 300 electos en un número igual de distritos electorales por el principio de mayoría relativa y 200 por representación proporcional en cinco circunscripciones electorales a razón de 40 en cada una de ellas.




    De este modo, a partir de 1979, tres nuevas fuerzas políticas tuvieron la oportunidad de participar en las elecciones federales celebradas ese año mediante la figura de registro condicionado, y de ellas dos alcanzaron también escaños en la Cámara de Diputados mediante el nuevo mecanismo de representación proporcional.




    La historia de los procesos electorales que se sucedieron reflejó que la apuesta original de apertura e inclusión sería exitosa para permitir la recreación de un permanente pluralismo político y de una creciente presencia de los partidos de oposición en los espacios de representación nacional.




    b) La construcción de una nueva institucionalidad y legalidad electoral para la democracia




    Las cuestionadas elecciones de 1988 significaron un parteaguas en la vida política nacional. El control de las elecciones por parte de la Secretaría de Gobernación a través de la Comisión Federal Electoral,10 la carencia de un listado de electores cierto y confiable, la falta de claridad en la designación y en la imparcialidad de los responsables de recibir y contar los votos en las casillas, la ausencia de transparencia y certeza en el cómputo de los sufragios, la decisión del órgano electoral de interrumpir la transmisión pública de la sumatoria de los votos del sistema informático diseñado para tal efecto con el propósito (se dijo) de “evitar malas interpretaciones” (que fue coloquialmente conocida como la “caída del sistema”) y la sesgada y parcial cobertura noticiosa de las campañas presidenciales11 son sólo algunos de los graves problemas que se presentaron y que fueron denunciados por la oposición como parte de un masivo fraude electoral.




    Más allá de entrar en los detalles de aquella polémica elección, lo cierto es que el sistema electoral hasta entonces vigente se demostró absolutamente inadecuado para poder gestionar una competencia política cada vez más intensa, un pluralismo creciente, y la impostergable necesidad de contar con comicios confiables, ciertos y, por ende, creíbles.




    Ése fue el principal propósito que buscaron atender las reformas de la primera mitad de los años noventa. Por ello no es casual que desde la reforma de 1989-1990 se planteara una total refundación del sistema electoral en tres planos: a) el de una radical reinvención institucional; b) el de una reformulación total de las normas y c) el de un replanteamiento de prácticamente todos los procedimientos electorales.




    En el plano institucional se crearon, por un lado, el IFE (1990) como un órgano constitucional fuera del control directo del gobierno (aunque su autonomía constitucional plena se lograría hasta 1996 con la salida del secretario de Gobernación como presidente del Consejo General del IFE) encargado de organizar todas las etapas de las elecciones, desde el levantamiento del padrón electoral hasta el cómputo de los votos, y, por otro lado, el Tribunal Federal Electoral como un órgano jurisdiccional encargado de revisar la legalidad de los actos del IFE y, más adelante, de calificar (es decir fungir como la última instancia) las elecciones de diputados y senadores (con la reforma de 1993) y luego, ya como Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, también las elecciones presidenciales (a partir de la reforma de 1996).




    En el plano de las normas, además de un cambio profundo del artículo 41 de la Constitución, se creó el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe), una extensa y detallada compilación de las reglas de funcionamiento de las autoridades electorales, así como de todos los pasos, términos y condiciones que debían seguirse puntualmente para organizar y llevar a cabo una elección. Se trató de una minuciosa “carta de navegación” que permitía a los operadores electorales, a los partidos y a la ciudadanía guiarse a través de los meses de organización de los procesos electorales y poder verificar paso a paso que la misma se realizaba correctamente. La premisa que fundaba esa lógica era acotar los márgenes de discrecionalidad de las autoridades electorales en beneficio de la certeza y de la confianza.




    Finalmente, en el plano de los procedimientos se determinó la creación desde cero de un nuevo padrón electoral que, desde su confección primero, y en su actualización y depuración después, fuera permanentemente auditado por los partidos políticos para garantizar que no se excluyera a nadie (los “rasurados”, como se solía decir en aquella época) ni se incluyera a nadie que no debía estar (los “fantasmas”). Además, se comenzó el proceso de “ciudadanización” de las elecciones estableciendo que los funcionarios de las casillas debían ser designados mediante el azar (insaculación) sin otra criba más que fueran aptos para cumplir esa función (estar inscritos en el padrón electoral, ser de la sección a la que pertenecía la casilla, saber leer y escribir, etc.). Por otra parte, se establecieron las bases para poder contar con mecanismos de difusión preliminar de los resultados de las elecciones que, con el paso del tiempo, se convertirían en piezas claves e insustituibles de la certeza en torno a las elecciones: el PREP y los conteos rápidos. Por otra parte, para 1994 ya se había reconocido el derecho de la sociedad de participar mediante la observación electoral, a título individual o colectivo, así como la posibilidad de que extranjeros o entidades internacionales pudieran observar nuestras elecciones a través de la figura de los visitantes extranjeros. Entre muchos otros procedimientos que paulatinamente se fueron incorporando en aras de incrementar la transparencia, certeza y, por ello, confianza en los procesos y en los resultados electorales.




    c) La equidad en la competencia electoral




    Para las elecciones de 1994 los cuestionamientos de irregularidades en la organización de los comicios disminuyeron considerablemente y la que Jorge Carpizo denominó la “feria de las desconfianzas” había logrado conducirse sin mayores sobresaltos por los cauces del renovado sistema electoral. A pesar de lo anterior, la ruta de construcción de confianza en torno a los procesos electorales y sus resultados seguiría produciendo cambios (en ocasiones mayores) a las instituciones, las reglas y los procedimientos, en las siguientes reformas electorales.




    No obstante, esas elecciones evidenciaron un nuevo problema que resultaba indispensable atender: el de la profunda inequidad en las condiciones de la competencia que prevalecía en nuestros comicios. En 1994 se realizó el primer ejercicio de fiscalización a las cuentas de campaña de los partidos políticos y candidatos de nuestra historia electoral,12 lo cual arrojó como resultado que el partido en el gobierno había erogado por sí solo casi 80% de todos los gastos de campaña.13 Incluso en su discurso de toma de posesión el presidente Ernesto Zedillo, principal beneficiario de esa disparidad de recursos erogados, reconoció la necesidad de construir “un sistema electoral más equitativo”.14




    La nueva necesidad del proceso de transición, la construcción de un plano de competencia más equilibrado, se centró en dos grandes ejes: el del financiamiento de la política y el del acceso a los medios de comunicación masiva. La idea fue garantizar que todos los partidos políticos contaran con las mismas condiciones de entrada que les permitieran competir efectivamente por el poder público en las urnas. La equidad en la competencia supuso que todos tuvieran el mismo acceso a un piso mínimo de recursos financieros, en primera instancia, y que todos pudieran contar con un acceso básico a tiempos en radio y televisión para ofertar ante la ciudadanía sus planteamientos y propuestas políticas.




    La reforma de 1996 se enfocó en resolver el problema de la profunda disparidad económica que privaba en el sistema de partidos, apostando por un generoso financiamiento público, que a partir de entonces debía ser preeminente frente al financiamiento privado que podían recabar los partidos políticos, distribuido de manera equitativa entre los contendientes.




    A partir de una fórmula establecida para calcular una bolsa común de dinero público (que cambió a lo largo del tiempo),15 el monto resultante se distribuiría entre los partidos políticos con registro en un 30% de manera igualitaria y el 70% restante de manera proporcional al porcentaje de votación que hubieran obtenido en la elección de diputados federales previa, así como un 2% del total para los partidos de nueva creación. Se trata de un mecanismo de distribución que está vigente todavía hoy y que muy pronto generó resultados positivos incrementando la competitividad de los partidos políticos.




    No es casualidad que a partir de las elecciones de 1997 (las primeras en las que se aplicó la nueva fórmula de financiamiento) se incrementaron los triunfos de la oposición tanto en el plano local como en el federal. Es cierto que el viejo régimen político revolucionario mostraba claros síntomas de agotamiento, pero también lo es que, con las nuevas reglas introducidas en 1996, mismas que permitieron un piso de competencia más parejo, las posibilidades de triunfo de la oposición se multiplicaron. Los dos casos más emblemáticos en ese sentido son, por un lado, el triunfo de Cuauhtémoc Cárdenas, en la primera elección de jefe de Gobierno del entonces Distrito Federal (sin duda el cargo ejecutivo local más importante del país) y, por otro lado, la victoria de Vicente Fox, candidato del PAN en la elección presidencial de 2000, que significó la primera alternancia en la presidencia de la República de la historia moderna del país. Los dos triunfos de la oposición mencionados ocurrieron (e insisto, no es mera coincidencia) justo después de que el nuevo modelo de financiamiento empezó a surtir sus efectos.




    Vale la pena señalar que en la elección en la que ocurrió la primera alternancia en la presidencia, en virtud de las coaliciones electorales formadas de cara a la elección del año 2000, la Alianza por el Cambio que postuló a Vicente Fox, y la Alianza por México que candidateó a Cuauhtémoc Cárdenas,16 el monto de recursos públicos que tuvieron a su disposición los partidos políticos que las conformaron fue, en términos generales, el que recibió el PRI, que registró como candidato presidencial a Francisco Labastida.




    Si bien es cierto que la equidad en la competencia electoral no se reduce únicamente al tema de los recursos económicos que los contendientes tienen a su disposición, ni que el monto de dinero erogado sea el único factor determinante de los resultados electorales, también lo es el hecho de que, desde que hace casi cinco lustros se comenzaron a inyectar generosos recursos públicos a los partidos para generar una mayor equidad en la competencia electoral, el mapa político del país se transformó radicalmente, las expresiones de un cada vez más intenso pluralismo se multiplicaron y la alternancia se convirtió en un fenómeno cada vez más normal y recurrente.




    El otro plano en el que se inyectaron mayores condiciones de equidad en la competencia fue el de los mecanismos de acceso que los partidos políticos y los candidatos a algún cargo de elección popular tienen a los medios electrónicos de comunicación masiva, específicamente la radio y la televisión.




    A esa temática, entre muchas otras, se abocó la reforma de 2007-2008, misma que estableció un nuevo modelo de comunicación política. Si bien es cierto que desde la reforma de 1996 se introdujo —de manera paralela a la bolsa de financiamiento público— un número importante de spots en radio y televisión (10 mil) que debían ser adquiridos por el entonces IFE para distribuirlos entre los partidos políticos como un mecanismo de equidad, también lo es que la compra de espacios publicitarios en esos medios electrónicos de comunicación siguió siendo la principal manera mediante la cual los partidos políticos accedían a los mismos. Todo ello cambiaría radicalmente con la reforma constitucional de 2007.




    Las elecciones presidenciales del año anterior, 2006, definirían en muchos sentidos el rumbo de los cambios electorales por venir. La irresponsabilidad con la que se condujo buena parte de los actores políticos; las intensas y sistemáticas acusaciones de fraude —nunca probado legal, académica o empíricamente— por parte de la coalición perdedora; los inéditos resultados sumamente cerrados entre el primero y el segundo lugar (un poco más de 233 mil votos, 0.56% de diferencia); la polarización y encono político del contexto preelectoral y de las campañas; los errores y omisiones de las autoridades electorales, en particular la falta de oportunidad y de incisividad en las explicaciones del IFE para desmontar la narrativa del fraude; las conductas irregulares de algunos actores políticos y, además, una serie de fenómenos relacionados con la centralidad que adquirieron la radio y la televisión y que se presentaron en proporciones no vistas hasta entonces —con lo que adquirieron un grave efecto disruptivo—, son elementos que se conjugaron, que marcaron profundamente esos comicios y que lastimaron de un modo muy importante la credibilidad tan trabajosamente construida por años en torno al sistema electoral.




    Por lo que hace a los medios electrónicos de comunicación:




    la presencia masiva de publicidad gubernamental en radio y televisión durante gran parte de las campañas electorales, la compra de publicidad hecha por los partidos políticos en cantidades no vistas hasta entonces (que disparó el gasto electoral de manera significativa [y que en el caso de algunos partidos políticos llegó a 70% de su gasto de campaña]), la profusión de las campañas de descalificación y la compra de publicidad política por parte de actores impedidos para ello por la ley [de manera particular una serie de grupos empresariales y el Consejo Coordinador Empresarial], fueron elementos que agravaron el de por sí tenso panorama político en el que se desarrolló la elección de ese año.17




    Entre otras, ésas fueron las razones principales que detonaron que se instrumentara un nuevo modelo de comunicación política centrado en tres aspectos fundamentales: a) la prohibición absoluta de compra de publicidad político-electoral por parte de cualquier persona física o moral; b) el uso de los tiempos de transmisión que por ley los concesionarios de la radio y la televisión deben poner a disposición del Estado para que, a través de la gestión que el IFE (hoy el INE) haga de los mismos, sean distribuidos sin costo y de manera equitativa entre los partidos políticos (en un 30% de modo igualitario y el 70% restante de manera proporcional a la votación obtenida en la última elección de diputados federales), y c) la prohibición de transmisión de propaganda gubernamental durante las campañas electorales, además de que la misma en ningún momento puede ser personalizada (para evitar el uso de recursos públicos con el fin de promover la imagen de algún funcionario público).




    Por otra parte, la reforma impuso al IFE establecer un sistema de monitoreo de las transmisiones radiofónicas y televisivas para garantizar que la pauta de publicidad que la autoridad electoral definía efectivamente fuera transmitida y respetada por los concesionarios y, en caso contrario, se le dotó de la facultad de sancionarlos por violar sus obligaciones. Dicho monitoreo sirvió, además, para hacer un seguimiento de la cobertura noticiosa de las campañas electorales y detectar eventuales sesgos políticos tanto en los tiempos dedicados a las diversas actividades de proselitismo como en el tratamiento que se les daba. Se trató de un ejercicio que sin tener consecuencias jurídicas, sí constituyó un mecanismo de visibilización que les generaba a los medios un importante contexto de exigencia pública.




    La instauración del nuevo modelo no fue sencilla; por un lado, recibió el rechazo unánime de la industria de la radio y la televisión, afectada tanto en sus intereses económicos (la pérdida de una jugosa entrada de recursos producto de la compra de publicidad política hasta entonces vigente) como en su capacidad de incidencia política (si bien la ley establecía que a los partidos políticos no se les podía vender publicidad por encima de las tarifas comerciales, lo cierto es que los medios tenían la posibilidad de jugar políticamente diferenciando los costos o a través de un tratamiento diferenciado a los partidos y candidatos en sus coberturas noticiosas).




    Los años que siguieron a la reforma, aquellos en los que paulatinamente se instrumentó el nuevo modelo, fueron sumamente complicados y desgastantes para la autoridad electoral. Esa complejidad se dio tanto desde el punto de vista de construir la infraestructura física e informática que permitiera el monitoreo en tiempo real de miles de señales de radio y televisión en todo el territorio nacional (el INE es el único órgano del Estado mexicano que monitorea de manera censal —es decir, las 24 horas del día— las transmisiones de radio y televisión —incluidas la mayoría de las transmisiones de televisión restringida—), como en el plano de tener que establecer las reglas específicas de aterrizaje concreto del modelo, a través del Reglamento de Radio y Televisión del INE y de un complejo sistema de criterios jurídicos para resolver los múltiples litigios entre partidos y candidatos, pero también los procedimientos que se abrieron contra los concesionarios.




    Ello provocó además que los grandes intereses —económicos y políticos— afectados por las nuevas reglas emprendieran una ofensiva jurídica y mediática en contra de la reforma y, particularmente, en contra del órgano del Estado encargado de implementarla, el INE. No sólo se presentaron amparos, sino que incluso un grupo de intelectuales llevó el litigio contra el nuevo modelo de comunicación ante la justicia interamericana de derechos humanos aduciendo que aquél violaba la libertad de expresión; ello por no hablar de la narrativa que desde las principales cadenas de televisión y de radio se construyó en contra de la reforma y de la autoridad electoral (incluso el dueño de uno de los grandes consorcios mediáticos argumentó que el uso de los tiempos del Estado por parte del INE para fines electorales constituía un “robo” en su perjuicio) acusando un pretendido carácter autoritario e iliberal de las nuevas reglas. Lo que no se dijo es que el modelo mexicano de comunicación política, si bien es radicalmente distinto del existente en los Estados Unidos (en donde, luego de la sentencia de la Suprema Corte de ese país en el caso Citizens United vs. Federal Electoral Commission de 2010, se permite que cualquier persona —incluso empresas— realice gastos electorales, entre otros, la compra de publicidad en medios electrónicos, bajo el argumento de que es una extensión de su libertad de expresión), es muy similar al que prevalece en prácticamente todas las democracias europeas y varias latinoamericanas.




    A la larga, y no sin tropiezos y un gran desgaste público, el INE logró concretar el modelo de comunicación política querido por la reforma de 2007-2008 y, con ello, inyectar una gran dosis de equidad en la competencia política. No sin resistencias, todavía hoy vigentes, los concesionarios de radio y televisión aceptaron cumplir con las nuevas reglas ya para las elecciones federales de 2015 y de 2018, y el grado de cumplimiento de la pauta de publicidad político-electoral que la autoridad electoral determinó alcanzó niveles superiores al 99 por ciento.




    4. COROLARIO




    Si bien la reforma de 2014 implicó un replanteamiento muy importante de nuestro sistema electoral, el conjunto de cambios a las reglas del juego democrático que se instrumentaron a lo largo de las décadas previas, que aquí hemos someramente detallado, provocaron un cambio radical en las condiciones de competencia electoral y potenciaron el pluralismo que refleja la riqueza política e ideológica de la sociedad mexicana. En ese periodo se fortaleció un auténtico sistema de partidos incluyente y diverso, se abrieron las puertas de la representación nacional, se crearon instituciones, reglas y procedimientos para generar garantías básicas a la libertad del sufragio y el conteo efectivo de los votos y se crearon condiciones equitativas para que las diversas fuerzas políticas estuvieran en grado de competir efectivamente por el poder público en las urnas.




    Se dice fácil, pero ello implicó una cantidad de tiempo, esfuerzos, luchas políticas y sociales, disposición a construir acuerdos y consensos, y una gran inversión en la construcción de un sistema electoral que, a la postre, transformó radicalmente el mapa político del país. Vale la pena insistir en que, gracias a esa gran apuesta colectiva de varias generaciones de actores políticos y sociales, el país transitó por la vía electoral de un régimen hegemónico autoritario y vertical a otro en donde la pluralidad política cruza todos los espacios del Estado tanto en el plano nacional como en el local… Y eso es una construcción común, no atribuible a una única fuerza política y, mucho menos, a una sola persona.


  




  

    SEGUNDA PARTE


  




  

    3




    El origen del INE





    Ernesto Núñez Albarrán




    Era domingo 2 de diciembre de 2012. En el segundo día del sexenio de Enrique Peña Nieto la clase política se congregaba en el Castillo de Chapultepec para atestiguar la firma de un pacto inédito entre el PRI, el PAN, el PRD y el nuevo gobierno.




    “Histórico”, lo definían los perredistas Jesús Zambrano y Jesús Ortega y los panistas Gustavo Madero y Santiago Creel, principales promotores del llamado Pacto por México.




    El documento contenía 95 compromisos divididos en cinco capítulos: Derechos y libertades; Crecimiento económico, empleo y competitividad; Seguridad y justicia; Transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción, y Gobernabilidad democrática.




    Entre los acuerdos del pacto, el 90 señalaba textualmente: “Crear una autoridad electoral de carácter nacional y una legislación única, que se encargue tanto de las elecciones federales, como de las estatales y municipales”.




    Con esas 25 palabras se concebía un renovado modelo de arbitraje electoral que buscaba emparejar la calidad de la democracia a nivel estatal y municipal con la de los comicios federales. Era la semilla del Instituto Nacional Electoral que habría de sustituir al Instituto Federal Electoral.




    Esa autoridad nacional electoral había sido concebida por los partidos derrotados en los comicios de 2012 como una solución a lo que ellos denunciaban como la principal perversión del sistema político mexicano: la intromisión de los gobernadores en la vida democrática de sus estados y el control ejercido por ellos sobre las instituciones que deberían controlar al Poder Ejecutivo local.




    Las elecciones del 1 de julio de 2012 habían dejado saldos negativos en los dos principales partidos de oposición, y una necesidad de legitimación en el partido triunfador, cuyo candidato había sido acusado de comprar la presidencia con tarjetas Monex y de haber pactado su arribo al poder con las televisoras desde que era gobernador del Estado de México (2005-2011).




    En el PAN la caída de su candidata —Josefina Vázquez Mota— al tercer lugar en las elecciones presidenciales desató inmediatamente una confrontación entre el dirigente formal, Gustavo Madero, y el presidente de la República, Felipe Calderón, quien se asumía como líder natural del panismo y buscaba recuperar el control del partido.




    En el PRD la segunda derrota de Andrés Manuel López Obrador había profundizado las diferencias entre el candidato presidencial y los dirigentes que controlaban las estructuras partidistas a través de la corriente interna mayoritaria: Nueva Izquierda, dirigida por Jesús Zambrano —entonces presidente nacional del PRD— y Jesús Ortega.




    En el PRI el triunfo implicó un cierre de filas en torno a Peña Nieto y el priismo mexiquense al que pertenecía el presidente electo, previo reparto de posiciones en el gobierno, el partido y el Poder Legislativo. Peña regresó al PRI a Los Pinos, pero no contaba con mayoría en las cámaras del Congreso.




    En ese contexto, el Pacto por México nació —entre julio y agosto de 2012— como una idea original de Jesús Zambrano y Jesús Ortega, los Chuchos, que en agosto sugirieron a López Obrador la idea de convocar a un gran acuerdo nacional como una vía para impulsar una agenda “de transformación” y no repetir la estrategia de confrontación y aislacionismo seguida por la izquierda después de los comicios de 2006.




    El rechazo del excandidato a esa iniciativa implicó un rompimiento definitivo entre el lopezobradorismo y los Chuchos, y permitió a los dirigentes del PRD iniciar conversaciones con políticos priistas cercanos al presidente electo, buscando convergencias en torno a un acuerdo que definían como la versión mexicana de los Pactos de la Moncloa.




    El primer interlocutor de los Chuchos en el PRI fue el exgobernador de Oaxaca, José Murat, quien puso la idea en la mesa de Luis Videgaray, coordinador de la campaña de Peña Nieto y jefe del equipo de transición.




    En contraste, el dirigente nacional del PAN, Gustavo Madero, endureció su discurso hacia el PRI, planteando el peligro de que una nueva alternancia (esta vez del PAN al PRI) se convirtiera en un retroceso hacia el autoritarismo. Madero acusó al partido tricolor de comprar la presidencia “a tarjetazos” y de mantener vivos enclaves de autoritarismo en estados como Coahuila, Campeche, Tamaulipas, Estado de México, Hidalgo y Veracruz, donde nunca había habido alternancia. Pero a finales de julio el panista recibió una respuesta de Luis Videgaray: una invitación a comer, a la que también acudió el panista Santiago Creel, exsecretario de Gobernación y principal asesor político de Madero.




    Los encuentros paralelos entre perredistas y panistas con Videgaray derivaron en una primera reunión con las tres partes en agosto, a la que también asistió el exgobernador de Hidalgo y próximo secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.




    Según relata Jesús Ortega, en ese trípode se concibió la idea de llegar a un gran acuerdo nacional, que por primera vez incorporara en un solo documento las agendas de las tres fuerzas políticas mayoritarias.




    Para el PRI significaba la oportunidad de aprobar una serie de reformas a las que no habría accedido con los 213 diputados y los 51 senadores que había conseguido en las elecciones del 1 de julio. Cambios constitucionales que el propio PRI había negado a los gobiernos panistas, principalmente en materia laboral, energética, fiscal, telecomunicaciones, competencia económica… y una reforma educativa que sería presentada ante la sociedad como el argumento de peso para dar un primer golpe político y mediático al arranque del sexenio: la detención de la poderosa y polémica lideresa del sindicato de maestros, Elba Esther Gordillo.




    Para los dirigentes del PAN y el PRD el Pacto por México se convertía en un valioso instrumento no sólo para hacer avanzar sus agendas programáticas, sino para afianzarse en sus respectivos partidos. No es casual que las negociaciones del pacto las hayan encabezado el panista Gustavo Madero a espaldas de Felipe Calderón, y el perredista Jesús Zambrano a espaldas de Andrés Manuel López Obrador.




    A las comidas en casa del priista José Murat, donde se fraguó el pacto, jamás acudieron Calderón, López Obrador o alguno de sus colaboradores.




    Los líderes naturales de la derecha y la izquierda mexicanas, que en los años noventa habían coincidido en su lucha contra el PRI, fueron excluidos del hito político con el que arrancaría el sexenio de Peña Nieto, lo que permitió a Madero y Zambrano monopolizar la interlocución con el nuevo gobierno y negociar con Videgaray y Osorio Chong un “gran acuerdo” al que bautizaron como Pacto por México. Aunque es muy importante distinguir las distintas actitudes de ambos dirigentes frente al pacto: mientras López Obrador lo desdeñó desde un primer momento y para siempre, Calderón refunfuñó por no formar parte de él y, cuando le fue posible, propició que sus operadores políticos en el Senado (Ernesto Cordero, Roberto Gil, Jorge Luis Lavalle, Salvador Vega, Francisco Domínguez, entre otros) se involucraran en la negociación de las reformas, principalmente la energética.




    A partir de septiembre de 2012, ya con la calificación de la elección presidencial por parte del Tribunal Electoral, los negociadores incorporaron al trípode una mesa de redactores integrada por Aurelio Nuño por parte del gobierno electo, el panista Juan Molinar y el perredista Carlos Navarrete.




    De ese grupo redactor, al que jocosamente llamaban “mesa pony”, surgió el pacto que se firmó el 2 de diciembre, un documento de 19 cuartillas que, en su capítulo de “Gobernabilidad democrática”, contemplaba una nueva reforma político-electoral para atender los siguientes temas:




    • Reducción y mayor transparencia del gasto de los partidos.




    • Disminución en el monto de los topes de campaña.




    • Incorporación a las causales de nulidad de una elección lo siguiente: 1) el rebase de los topes de campaña; 2) la utilización de recursos al margen de las normas que establezca el órgano electoral, y 3) la compra de cobertura informativa en cualquiera de sus modalidades periodísticas, con la correspondiente sanción al medio de que se trate.




    • Revisión de los tiempos oficiales de radio y televisión para impulsar una cultura de debate político y una racionalización del uso de los anuncios publicitarios.




    • Prohibir el uso y la entrega de utilitarios de promoción electoral, tales como materiales plásticos, materiales textiles, despensas y materiales de construcción.




    • Fortalecer la legislación para evitar el uso de esquemas financieros y/o recursos de origen ilícito con el propósito de inducir y coaccionar el voto.




    • Crear una autoridad electoral de carácter nacional y una legislación única, que se encargue tanto de las elecciones federales, como de las estatales y municipales.




    UNA REFORMA ACCIDENTADA




    A lo largo del primer año del sexenio de Enrique Peña Nieto los negociadores del Pacto por México establecieron un método de trabajo que consistía en negociar y redactar las reformas legales en el seno de un consejo rector, que se reunía prácticamente en secreto en un edificio del Paseo de la Reforma, a instancias del jefe de la Oficina de la Presidencia, Aurelio Nuño, quien fungía como articulador de los documentos.




    Las iniciativas se presentaban ante las cámaras del Congreso una vez que había acuerdo en las dirigencias nacionales de los tres partidos mayoritarios, sin socializar su contenido con los legisladores hasta que llegaban al pleno. A través de este método, los promotores del pacto lograron que se aprobaran tres reformas en unos cuantos meses: la educativa (febrero de 2013), telecomunicaciones (marzo) y financiera (abril).




    Pero en abril iniciaron las campañas electorales en 14 estados de la República, y eso comenzó a tambalear el pacto. El 17 de ese mes el PAN denunció la existencia de una red de funcionarios públicos, de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) y del gobierno de Veracruz, encargada de utilizar programas sociales para conseguir votos a favor del PRI.




    En una carta dirigida a Peña Nieto, el líder panista decía: “Los compromisos democratizadores y reformadores que suscribimos en el Pacto por México no se están acatando ni por los funcionarios federales de su gobierno, ni por los gobernadores de los estados donde gobierna su partido”.




    Madero pedía la separación temporal del cargo de la secretaria de Desarrollo Social, Rosario Robles; del gobernador de Veracruz, Javier Duarte; de los titulares del Programa Oportunidades, Liconsa y Diconsa, y los delegados del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y la Sedesol en Veracruz.




    Madero demandaba a Peña Nieto instruir a su secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, instalar una mesa con los dirigentes de los tres partidos firmantes del pacto para dialogar sobre el caso Veracruz.




    La carta tuvo como respuesta la separación temporal del delegado de la Sedesol en Veracruz, Ranulfo Márquez, y seis funcionarios más. Pero esa medida no satisfizo a los panistas, que esperaban la renuncia de los funcionarios de primera línea en el equipo de Robles, además de una respuesta directa de Peña Nieto.




    En lugar de esa respuesta, el 19 de abril, en un acto de la Cruzada Nacional contra el Hambre, en Zinacantán, Chiapas, Peña Nieto clavó una daga en el corazón del pacto, al pronunciar una de las frases que marcó su sexenio: “Rosario, no te preocupes. Hay que aguantar, porque ya empezaron las críticas”.




    La frase de Peña Nieto encendió focos de alerta en la sede nacional del PAN, donde Gustavo Madero y sus colaboradores resintieron la respuesta como una afrenta política y personal, y en el PRD, que de inmediato se sumó a la indignación panista y acusó a Robles de actuar como secretaria de Asuntos Electorales del PRI.




    El 20 de abril Madero y Zambrano anunciaron que el PAN y el PRD no asistirían a eventos públicos del Pacto por México hasta que se atendiera satisfactoriamente el caso Veracruz. Y el pacto entró en crisis, pues la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) anunció en un comunicado que el martes 23 de abril, a las 10:00 horas, se presentarían las iniciativas de reforma financiera contempladas en los compromisos 62 y 63 del acuerdo.




    Horas más tarde Madero anunció que el PAN no asistiría a la presentación de la reforma financiera y Zambrano declaró que la frase del presidente era “una carta de impunidad” para otros funcionarios priistas.




    En la noche del 22 de abril el gobierno federal decidió tomarse en serio la denuncia y, a la medianoche, el secretario de Hacienda, Luis Videgaray, publicó un mensaje desde Washington, a través de Twitter: “Para abrir un espacio al diálogo que permita superar las diferencias, @EPN suspende temporalmente actividades públicas del pacto. En consecuencia, se pospone por unos días la presentación de la reforma financiera, originalmente programada para hoy martes”.




    La confirmación de esta suspensión la hizo la Presidencia de la República, en comunicado oficial, cerca de las cinco de la mañana.




    En lugar de presentar la reforma financiera, los miembros del Consejo Rector del pacto sostuvieron una nueva reunión con el secretario Osorio Chong, mientras en el Senado legisladores del PAN y el PRD vapuleaban a Rosario Robles en una intensa comparecencia en la que la funcionaria negó participar en la red de funcionarios priistas destapada en Veracruz y descartó renunciar al cargo.




    Pero la crisis se prolongó dos semanas más.




    El PRI de Veracruz contraatacó dando a conocer audios en los que exhibía el uso que hacían los panistas de los programas sociales cuando eran gobierno. En las grabaciones que dieron a conocer involucraban al excandidato a la gubernatura Miguel Ángel Yunes y a su hijo —diputado panista—, quienes habían armado el caso Veracruz y lo habían entregado a Madero para hacer la denuncia.




    El PAN presentó una queja ante el IFE por el caso Veracruz el jueves 25, y sus legisladores exhibieron la red de priistas colocados en las delegaciones de diversas secretarías de Estado.




    Madero y Zambrano mantuvieron su tono de crítica al gobierno federal, aunque en privado se sentaron a la mesa, casi diariamente, con Osorio Chong, Videgaray, Nuño y Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.




    A esas reuniones acudían también los representantes de los partidos en el Consejo Rector: Santiago Creel, Juan Molinar, Alejandro Zapata y Marco Antonio Adame, por parte del PAN; Pablo Gómez, Guadalupe Acosta Naranjo y Jesús Ortega, por parte del PRD, y César Camacho, Héctor Gutiérrez de la Garza y Martha Tamayo, por parte del PRI.




    En esos encuentros surgió la idea de firmar un anexo al pacto; una serie de reglas adicionales que blindaran los procesos electorales permitiendo a los dirigentes de los partidos, y al gobierno federal, amarrar las manos a los gobernadores —quienes no eran firmantes del pacto—, a los cuales se señalaba como principales responsables del uso electoral de los programas sociales.




    “Nos reunimos en varias ocasiones, e hicimos una negociación nueva: si los asuntos electorales no deben ser obstáculo, entonces ¿qué hacer? Y construimos un adendum, con medidas que buscaban evitar que prevalezcan los pequeños intereses sobre los objetivos superiores del pacto”, relató el perredista Jesús Ortega en una entrevista publicada en la Revista R (Reforma, 19 de mayo de 2013). “Los firmantes del pacto entendemos que éste tiene un valor tan importante que supera cualquier interés particular. Estamos convencidos de que sirve para las grandes transformaciones que México necesita. La conciencia de ello, el reconocimiento del valor del pacto, fue el elemento sustantivo para preservarlo.”




    Acordado el adendum, Madero llevó la propuesta a la Comisión Política del PAN el lunes 29 de abril, y de ahí salió con dos resolutivos: renegociar el pacto para blindarlo en el tema electoral, y adelantar la reforma político-electoral, programada originalmente para el segundo año del sexenio.




    El 1 de mayo Madero y Zambrano dieron a conocer un posicionamiento conjunto, con nuevas demandas:




    “Exigimos que la voluntad expresada en los compromisos expuestos en los comunicados y declaraciones difundidos en días anteriores se materialicen en hechos visibles y verificables. Vigilaremos que las denuncias penales presentadas contra diversos funcionarios públicos, así como las demandas de juicio político, sean atendidas conforme a derecho. Compartimos la convicción de que el Pacto por México es un instrumento útil y de que, en las actuales circunstancias, la responsabilidad de que se conserve y fortalezca depende del gobierno federal.”




    El 4 de mayo Javier Duarte anunció en Veracruz la separación de Salvador Manzur de la secretaría estatal de Finanzas. Y el 6 de mayo la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE) informó que había girado citatorios a seis funcionarios involucrados en la denuncia en Veracruz.




    El martes 7 de mayo, en el Salón Tesorería del Palacio Nacional, reaparecieron las sonrisas, los abrazos y las palmadas en la espalda entre los artífices del pacto. El presidente Peña Nieto encabezó la firma del adendum, flanqueado por Madero y Zambrano, y acompañado por Osorio Chong, Videgaray, Nuño y el dirigente del PRI, César Camacho Quiroz.




    El adendum agregó 11 compromisos a los 95 pactados originalmente, entre los que destacaban el respeto a la ley y la limpieza electoral; el blindaje de los programas sociales y “darle prioridad máxima a la reforma político-electoral y la ley de partidos acordadas en los puntos 89 y 90 del pacto original”.




    Entre apretones de mano, carcajadas y elogios mutuos los “notables” del pacto confirmaban el compromiso de aprobar una reforma política que, según dijeron, debía permitir el tránsito de “una democracia electoral” a una “democracia de resultados”.




    El regreso a la cordialidad fue celebrado en una comida en Los Pinos el lunes 13 de mayo, en la que Madero, Zambrano y los demás integrantes del Consejo Rector del pacto fueron agasajados con varias botellas de vino Vega Sicilia, cortesía de la Presidencia de la República. En la comida se acordó que le correspondería al grupo parlamentario del PAN en la Cámara de Diputados presentar la iniciativa de reforma constitucional que daría vida al INE contemplado en el compromiso 90 del pacto.




    Pero al día siguiente los políticos excluidos del pacto reaccionaron.




    En una inédita conferencia de prensa los coordinadores parlamentarios del PAN y el PRD en el Senado, Ernesto Cordero y Luis Miguel Barbosa, presentaron una propuesta de reforma político-electoral de 30 puntos. Acompañados por legisladores opositores a las cúpulas partidistas (entre los que destacaban Roberto Gil, del PAN; Manuel Camacho, Dolores Padierna y Alejandro Encinas, del PRD) los coordinadores mencionaron temas como gobiernos de coalición, fiscalización anticipada de los recursos de campaña, ley de propaganda gubernamental, eliminación del fuero, segunda vuelta, reforma política del Distrito Federal y dotar al IFE de la facultad de atracción de procesos electorales locales. El documento llevaba como respaldo la firma de 40 senadores del PAN y el PRD.




    La presentación de los 30 puntos fue tomada como una afrenta por los dirigentes partidistas que negociaban el pacto.




    Cuestionado por los demás negociadores sobre el grado de control que tenía en sus bancadas, Gustavo Madero decidió dar un manotazo en la mesa, y el 19 de mayo removió a Ernesto Cordero de la coordinación de senadores del PAN, argumentando que lo había hecho quedar en ridículo.




    El perredista Jesús Zambrano también resintió el desafío de sus senadores, y sugirió al Consejo Rector convocar de inmediato a una reunión para redefinir la agenda de la eventual reforma política. Ahí se acordó modificar el mecanismo de negociación del pacto y abrir el debate convocando a una mesa de discusión pública dividida en tres ejes temáticos: ley de partidos políticos, leyes secundarias en materia electoral y régimen político.




    La mesa fue instalada el 28 de mayo, y a ella fueron convocados los senadores rebeldes al pacto, quienes habían prometido presentar su iniciativa de reforma política integral en la primera semana de julio.




    Los foros de discusión de la reforma político-electoral transcurrieron en paralelo a las campañas electorales en 14 entidades, que el 7 de julio renovaron ayuntamientos o congresos estatales.




    Después de esas elecciones, en las que el PRI refrendó su hegemonía en estados que gobernaba, como Coahuila, Chihuahua, Durango, Hidalgo, Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz, los líderes del PAN y el PRD insistieron en la urgencia de una reforma que quitara a los gobernadores el control de los procesos electorales.




    “A casi un año del regreso del PRI a la presidencia y habiéndose realizado las elecciones locales del pasado 7 de julio en 14 entidades, se han redoblado las preocupaciones sobre la fortaleza, vitalidad y futuro de la democracia mexicana […] Tengo la convicción de que el desarrollo democrático nacional se entrampó en los estados de la República. Y que hoy la república federal, paradójicamente, para dar un salto hacia adelante debe concentrar la totalidad de las elecciones federales y locales en una sola autoridad nacional electoral”, escribió el perredista Jesús Zambrano en un artículo para la revista de la Fundación Colosio, titulado “Reforma política o regresión”.




    Diez días después de los comicios, el 17 de julio, los 24 senadores afines a Ernesto Cordero y los 22 senadores del PRD hicieron pública su iniciativa de reforma político-electoral, que retomaba sus 30 puntos y dejaba fuera la idea de Madero y Zambrano de crear el INE. La iniciativa se formalizó ante la Comisión Permanente del Congreso el 24 de julio, e incluía propuestas como el gobierno de coalición, la segunda vuelta electoral, el jefe de gabinete, un sistema de fiscalización de gastos de campaña más expedito y el rebase del tope de gastos de campaña como causa de nulidad de una elección, la creación de la Ley de Réplica y la Ley de Propaganda Gubernamental, entre otras.




    Los proponentes enviaron copia de su iniciativa al presidente Enrique Peña Nieto, en la que le aseguraban que no buscaban reemplazar el pacto, sino institucionalizar una relación transparente entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo. En los hechos, como lo declaró entonces el senador Manuel Camacho Solís, se trataba de llevar la reforma política al Senado, que era el espacio formal de negociación y proceso legislativo para un cambio constitucional como el que se pretendía.




    Sin embargo, al no ser una iniciativa proveniente del Pacto por México, ésta fue descalificada por el PRI, desconocida por las cúpulas del PAN y el PRD y enviada a Comisiones.




    El 13 de agosto los dirigentes del PRI, PAN y PRD, además del secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, respondieron a los rebeldes instalando las mesas para la construcción de la reforma con base en siete temas: 1) las leyes secundarias de la reforma constitucional de 2012 pendientes de legislar en materia de candidaturas independientes, iniciativa ciudadana y consulta popular; 2) la nueva Ley General de Partidos; 3) los cambios en materia electoral; 4) la creación del Instituto Nacional Electoral; 5) cambio de régimen político; 6) reforma política del Distrito Federal, y 7) otros temas pendientes de legislar, como el fuero y la ley de propaganda gubernamental.




    Al instalar esas mesas, los miembros del Consejo Rector refrendaron el compromiso de que no se aprobarían otras reformas del Pacto por México prioritarias para el Ejecutivo —como la energética y la fiscal— sin que se aprobara antes la política.




    LOS ALCANCES DE LA REFORMA




    Para octubre de 2013 la gran duda era si el Consejo Rector del Pacto por México presentaría o no una iniciativa “oficial” de reforma política, pues mientras el PRI aseguraba que ésta se estaba elaborando, Madero y Zambrano batallaban con la división en sus partidos.




    El 3 de octubre el líder priista César Camacho aseguró que el Consejo Rector presentaría su iniciativa integral en un plazo máximo de 10 días. Pero el 6 de octubre Madero lo desmintió, afirmando que no habría una propuesta del pacto, pues ya había materia suficiente en las iniciativas previamente presentadas tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados.




    El tiempo apremiaba a los senadores, por dos factores: primero, al Ejecutivo le interesaba cerrar el 2013 con las reformas fiscal y energética ya aprobadas; segundo, el 30 de octubre vencía el periodo de cuatro consejeros del IFE electos en 2008: Leonardo Valdés Zurita, quien fungía como presidente; Macarita Elizondo, Alfredo Figueroa y Francisco Guerrero. Sus salidas se sumaban a la de Sergio García Ramírez, que había renunciado en febrero de 2013, por lo que el IFE quedaría descabezado y mutilado, con sólo cuatro consejeros: María Marván Laborde, Marco Antonio Baños, Lorenzo Córdova Vianello y Benito Nacif.




    De acuerdo con los registros del proceso legislativo de la reforma político-electoral 2013-2014, ésta se terminó procesando con base en 36 iniciativas de diversos legisladores, algunas presentadas desde 2009. Pero tan sólo entre el 20 de agosto y el 20 de noviembre de 2013 fueron 14 las iniciativas presentadas para la reforma final.




    Del PRD surgió, el 20 de noviembre, la iniciativa de reforma política de la Ciudad de México, un amplio documento firmado por Alejandro Encinas, que ordenaba crear la primera Constitución de la capital del país, creaba el Congreso de la Ciudad de México, las 16 alcaldías y un régimen de mayor autonomía. Pero la reforma al artículo 41, que modificó la denominación de Instituto Federal Electoral por Instituto Nacional Electoral, no tiene un autor claro. La idea provenía del documento original del Pacto por México, y estuvo todo el tiempo en las propuestas de las fracciones del PAN afines a Gustavo Madero, aunque su incorporación al documento final de la reforma ocurrió durante los trabajos en Comisiones.




    La creación del INE con un Consejo General que crecía de nueve a 11 integrantes —10 consejeros y un presidente— fue polémica desde el principio, pues algunos consideraban que sería inoperante la figura de un “súper IFE” que asumiera las labores de los 32 institutos electorales de los estados. Los gobernadores se opusieron desde un primer momento, y los presidentes de los institutos locales también se movilizaron en contra.




    Al final, los legisladores optaron por una salida intermedia, un modelo híbrido que daba nacimiento al Instituto Nacional Electoral y a 32 Organismos Públicos Locales Electorales (OPLE), que sustituirían a los institutos locales y tendrían un grado de autonomía mayor respecto del Poder Ejecutivo local, al ser integrados por un consejo de seis integrantes y un presidente, nombrados desde el INE. La reforma incluía la sustitución del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe) por una Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE) y la creación de una nueva Ley General de Partidos.




    El 3 de diciembre de 2013 el pleno del Senado aprobó el dictamen de reforma política, que implicaba modificar 30 artículos de la Constitución, con 107 votos a favor, 16 en contra y una abstención, y lo envió a la Cámara de Diputados, donde fue discutido, modificado y aprobado el 5 de diciembre. El 13 de diciembre el Senado aprobó en definitiva la reforma, que fue turnada a las legislaturas de los estados para su aprobación. Fue hasta el 22 de enero de 2014 cuando la Cámara de Diputados declaró la validez de la reforma constitucional, al avalarse en 18 legislaturas locales. Y el 31 de enero, en un evento en el Alcázar del Castillo de Chapultepec, el presidente Enrique Peña Nieto promulgó la reforma. La promulgación congregó de nuevo a los líderes partidistas, coordinadores parlamentarios y gobernadores. Y también a los cuatro consejeros que habían mantenido vivo al IFE en circunstancias complejas: Marván, Baños, Córdova y Nacif.




    A pesar de las críticas que en su momento se le hicieron a la reforma, los cambios fueron de fondo e implicaron un rediseño del sistema electoral mexicano.




    La reforma abarcó cuatro grandes temas: la ampliación de derechos ciudadanos de participación (candidaturas independientes y consulta popular); la construcción de gobierno y régimen político (gobiernos de coalición); la autonomía de órganos del Estado (Fiscalía General de la República —FGR— y Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social —Coneval—), y los temas electorales.




    El cuarto rubro es el más amplio, e implicó la creación de un sistema electoral “de doble tracción”, como lo denomina el politólogo Roberto Castellanos (La reforma político-electoral de 2014, Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República). La creación del INE y los OPLE implicó cambios estructurales y redistribución de funciones; se otorgó al INE la facultad de atracción de procesos locales; se creó el Servicio Profesional Electoral Nacional; surgió un nuevo modelo de fiscalización electrónico y alimentado en tiempo real por partidos y candidatos; se ampliaron las causales de nulidad, incorporando el rebase de topes de gastos de campaña, el uso de recursos de procedencia ilícita y la compra de cobertura en radio y televisión; se estableció como precepto constitucional la paridad de género en las candidaturas; se elevó de 2 a 3% el mínimo de votación necesario para conservar el registro de los partidos políticos nacionales, y se mantuvo el modelo de comunicación política de la reforma de 2007, que prohíbe el uso personalizado de la propaganda gubernamental, aunque nuevamente el Legislativo dejó pendiente —en un nuevo transitorio— la ley reglamentaria en la materia.




    DEL IFE MUTILADO AL INE RECARGADO




    La negociación de la reforma política puso al IFE contra las cuerdas. El 31 de octubre de 2013, como estaba previsto, dejaron sus cargos el presidente Leonardo Valdés y los consejeros Macarita Elizondo, Alfredo Figueroa y Francisco Guerrero, y el instituto comenzó a operar en condiciones extraordinarias con sólo cuatro consejeros: Benito Nacif y Marco Antonio Baños (electos desde 2008), María Marván y Lorenzo Córdova (electos en 2011). Los sobrevivientes se repartieron las presidencias de las comisiones operativas ordinarias del IFE y acordaron rotarse mensualmente la presidencia del Consejo General.




    El 5 de diciembre, al asumir la presidencia rotativa, María Marván se lanzó contra la reforma electoral que justo en ese momento comenzaba a discutirse en la Cámara de Diputados, al asegurar que el modelo electoral dejaría de ser sencillo y piramidal, para convertirse en “bizarro y fractal”.




    “Se hizo de esta reforma una ficha de cambio que se juega en la pista de una confusa reforma energética. No juzgo la pertinencia de ésta, pero afirmo categóricamente que en su naturaleza nada tiene que ver con la democracia y sus instrumentos. Los partidos políticos han hecho depender asuntos que no tienen nada que ver entre sí, sujetando una reforma de contenido político a los frenéticos tiempos financieros de la otra. Y, lo peor, mientras una —la política— precisa del consenso entre las fuerzas que se disputan el poder, la otra —la energética— podría ser aprobada solamente por dos fuerzas nacionales, PRI y PAN. Este hecho hacía incompatible, evidentemente incompatible, el nudo que ató para controvertirlas en condición mutuamente dependiente. Y éste es un error que la nación puede acabar pagando caro.”




    Ese mismo día Marván, Nacif, Baños y Córdova dieron a conocer sus observaciones a la minuta aprobada por el Congreso. Desde el primer párrafo, el documento de 16 cuartillas era lapidario:




    La minuta de reforma electoral carece de un modelo de institución electoral, lo cual genera incertidumbre sobre la capacidad de mantener altos estándares en la realización y regulación de los procesos electorales. La minuta contiene múltiples imprecisiones y poca claridad respecto a la división de competencias y facultades del Instituto Nacional Electoral (INE) y de los órganos electorales locales. Esta falta de certeza en la distribución de competencias podría poner en riesgo la operación de las elecciones mexicanas.




    En sus observaciones, los consejeros advertían que la minuta contenía omisiones e incongruencias en cuanto a la asignación de competencias al INE y a los OPLE, el proceso de designación de consejeros, la aplicación del nuevo modelo de fiscalización, la creación del Servicio Profesional Electoral Nacional, la aplicación de las nuevas causales de nulidad, la organización de los procesos internos de los partidos para elegir a sus dirigencias, las candidaturas independientes y la reducción del umbral de votación para mantener el registro como partido político nacional.




    Hasta el cambio de nombre fue cuestionado por los consejeros: “El posible cambio en el nombre de la institución vulneraría la aceptación social de la autoridad y podría causar confusión con otras instituciones que ostentan las siglas INE. El cambio de nombre resulta innecesario y sería una pérdida de recursos públicos”.




    El 7 de enero de 2014, al entregar la presidencia rotativa del IFE a Lorenzo Córdova, María Marván insistió en que el instituto estaba en riesgo por la indefinición de las leyes secundarias de la reforma política; mientras que Córdova advertía que muchas de las tareas relacionadas con las elecciones federales intermedias de 2015 debían ponerse en marcha desde ese momento.




    Al asumir la presidencia del IFE, Córdova lanzó nuevas críticas al proceso de negociación de la reforma político-electoral, pues a diferencia de anteriores reformas, la de 2013-2014 no partió de un diagnóstico compartido, no fue discutida a plenitud por sus méritos, sino, en función de los tiempos de reformas de otra índole, fue rechazada unánimemente por los especialistas electorales más reconocidos y no procesó de forma integral los cambios constitucionales con las leyes secundarias.




    Sin embargo, en los momentos en que las legislaturas de los estados se encontraban procesando la reforma, Córdova advirtió que el cambio de paradigma era inminente, y no quedaba más que acatar la reforma y tratar de perfeccionarla en la discusión de las leyes reglamentarias.




    “Dentro de poco se abrirá una oportunidad para que, a través de la legislación secundaria, se solventen las imprecisiones, se aclaren las dudas, se resuelvan las incertidumbres y se trate de paliar los equívocos que se derivan de los cambios constitucionales. Pero ello implica un ejercicio de una enorme responsabilidad por parte de los actores políticos y de los legisladores federales. Y es que el haber resultado electos de un proceso electoral, no produce en automático expertos en materia electoral”, advirtió.




    El 7 de febrero hubo una nueva rotación en la presidencia del IFE, de Lorenzo Córdova a Marco Antonio Baños. Y tres días después el Ejecutivo publicó en el Diario Oficial la reforma política, con lo que comenzaron a correr los plazos legales para la aprobación de las leyes secundarias y la designación del nuevo INE. Al mismo tiempo comenzaron los cabildeos entre los cuatro consejeros en funciones, los diputados, los líderes partidistas, la Presidencia de la República y la Secretaría de Gobernación.




    El 17 de febrero la Cámara de Diputados aprobó la convocatoria y el procedimiento para los interesados. Cinco días después, acatando la reforma constitucional, que marcaba un nuevo procedimiento para designar a los consejeros electorales, se instaló un comité evaluador de los perfiles de los aspirantes al Consejo General, con Enrique Cárdenas Sánchez y Soledad Loaeza, propuestos por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI); José Antonio Lozano Diez y Tonatiuh Guillén, designados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), y tres especialistas designados por la Junta de Coordinación Política de la Cámara baja: Jorge Moreno Collado, Alejandro González Alcocer y Ricardo Becerra.




    Desde ese momento el diputado Ricardo Monreal, entonces adscrito a la bancada de MC, criticó el proceso, afirmando que los tres partidos del Pacto por México (PRI, PAN y PRD) se habían repartido los siete lugares del comité evaluador, lo que tendría un reflejo en el perfil del nuevo Consejo General.




    El periodo de registro de candidaturas quedó abierto hasta el 5 de marzo, y se fijó el 8 de abril como fecha límite para aprobar a los 11 consejeros.




    Uno de los primeros acuerdos a los que llegaron los partidos negociadores fue el de aprovechar la experiencia de los cuatro consejeros del IFE en funciones, como base para la integración del nuevo INE. Los dirigentes nacionales del PRI, César Camacho, y del PRD, Jesús Zambrano, así como el coordinador de los diputados federales del PAN, Luis Alberto Villarreal, hicieron diversos pronunciamientos públicos desde la promulgación de la reforma en el Castillo de Chapultepec, y durante todo el mes de febrero, pidieron a Marván, Baños, Córdova y Nacif quedarse en el instituto para establecer líneas de continuidad que serían cruciales para implementar el complejo modelo electoral surgido de la reforma política.




    Así, el 5 de marzo el INE informó oficialmente que la consejera y los tres consejeros habían decidido atender la convocatoria de la Cámara. Además de ellos, se inscribieron para participar en el proceso 303 aspirantes.




    El 1 de abril el comité evaluador entregó a la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados 55 nombres distribuidos en 11 listas de cinco aspirantes, para que los coordinadores parlamentarios pudieran elegir a uno en cada quinteta.




    La negociación era complicada, pues debía designarse a un presidente y tres consejeros para un periodo de nueve años; cuatro consejeros para seis años, y tres consejeros para un periodo de tres años.




    Dos días después el pleno de la Cámara de Diputados conoció la propuesta final, armada por la Junta de Coordinación Política de acuerdo con el peso de cada partido en la Cámara baja.




    En las propuestas del PRI figuraban cuatro nombres: Adriana Favela, exmagistrada del Tribunal Electoral en la Sala Regional de Toluca, para un periodo de nueve años; Marco Baños, consejero del IFE en funciones, y Enrique Andrade, asesor del exconsejero Francisco Guerrero, para un periodo de seis años, y para tres años a Beatriz Galindo Centeno, magistrada de la Sala Regional de Monterrey del Tribunal Electoral.




    Desde el PRD se impulsaron tres candidaturas: Ciro Murayama, exasesor de José Woldenberg y especialista en temas electorales, para el periodo de nueve años; Pamela San Martín, asesora del exconsejero Alfredo Figueroa, para seis años, y Javier Santiago Castillo, exconsejero del Instituto Electoral del Distrito Federal, para tres años.




    En el PAN las propuestas fueron el consejero en funciones Benito Nacif, para el periodo de seis años, y Arturo Sánchez, exconsejero el IFE y amigo de panistas como Juan Molinar, para tres años. La tercera carta del PAN originalmente era la consejera en funciones María Marván, pero al no lograr empatar sus propuestas con los periodos, los panistas prefirieron impulsar a José Roberto Ruiz Saldaña (abogado veracruzano, exsecretario de Estudio y Cuenta de la Sala Regional del Tribunal Electoral en el Distrito Federal y excolaborador del gobernador panista de Sonora Guillermo Padrés), dejando fuera a Marván. A la postre, ella fue la única de los cuatro integrantes del último IFE que no pasó a formar parte del INE.




    Los partidos acordaron no vetar sus propuestas, para garantizar la aprobación en el pleno y consensar el cargo de consejero presidente para que éste tuviera el respaldo de todas las fuerzas políticas. Así, se optó por el consejero en funciones Lorenzo Córdova Vianello para una presidencia de nueve años al frente del INE.




    En la sesión de la Cámara de Diputados algunos legisladores exhibieron el acuerdo partidista del que surgía la nueva autoridad electoral. Ricardo Monreal pidió una moción suspensiva, argumentando que la propuesta de la Junta de Coordinación Política era un “vulgar y grosero reparto de posiciones” por parte de los tres partidos mayoritarios, firmantes del Pacto por México.




    “Quiero expresarles que nosotros no podríamos estar de acuerdo. Esta lista no va a ser aprobada por los diputados”, dijo el diputado y operador político de Andrés Manuel López Obrador —quien aparentemente se mantenía al margen de las negociaciones—, “esta lista ya está aprobada por el gobierno y sus aliados. Aquí simplemente será una comparsa. Ustedes no aprobarán nada”.




    Otros diputados que usaron la tribuna para exhibir el “arreglo cupular” del que surgía el INE que habría de conducir las elecciones presidenciales de 2018 fueron Manuel Huerta, del Partido del Trabajo (PT), y Alfonso Durazo, de MC, exsecretario particular de Vicente Fox que, a la postre, se convertiría en uno de los asesores más cercanos de López Obrador.




    La defensa estuvo a cargo de los coordinadores de los grupos mayoritarios: Manlio Fabio Beltrones, del PRI; Luis Alberto Villarreal, del PAN, y Silvano Aureoles, del PRD. El nuevo órgano electoral fue aprobado con 417 votos a favor, 41 en contra y cuatro abstenciones.




    Beltrones, coordinador de la bancada del partido en el gobierno y en ese momento presidente de la Junta de Coordinación Política, tomó la palabra al final de la sesión y resumió, en una frase, el ambiente en el que nacía el nuevo INE: “Legisladores, amigos: no todo está bien, pero no todo está mal”.
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    La reforma electoral de 2014




    Lorenzo Córdova Vianello




    PREMISA




    La correcta comprensión de las intenciones y los alcances de las reformas electorales requiere de una lectura comprensiva del contexto político e histórico en el que se inscriben. Más allá de los propósitos de largo alcance, que sin duda los tienen, toda reforma busca resolver una serie de problemas concretos que se presentan en determinado momento como necesidades primordiales que demandan ser atendidas y resueltas. Sin duda, sólo a partir de una visión de conjunto pueden ser efectivamente valorados los alcances de nuestro proceso de cambio político, pero no puede obviarse el hecho de que las reformas en lo particular responden a determinadas coyunturas y a los resultados, positivos o negativos, así como a los faltantes que revelan la aplicación de las normas elección tras elección. En ese mismo sentido, la reforma de 2014 se explica, en particular, porque fue parte de un inédito arreglo político sobre una gran cantidad de temas plasmado en el así llamado Pacto por México.




    Es cierto que una de las características de las más recientes reformas que han modelado el sistema electoral mexicano en las últimas cuatro décadas es que han sido el resultado de grandes acuerdos, generalmente incluyentes, que se han fundado en una sólida base de consenso entre los diversos actores políticos en torno a las reglas del juego. En ese sentido, que la reforma de 2014 hubiera surgido de un gran arreglo político no es una característica original. Sin embargo, a diferencia de los casos anteriores, el acuerdo que sustentó la reforma electoral de 2014 trascendió esa materia y ésta fue parte de un consenso político de una envergadura mucho mayor; de hecho, los temas electorales no constituían la materia central de los asuntos articulados en el Pacto por México, incluso podría decirse que se trataba de cambios accesorios respecto de las materias principales de una ambiciosa agenda de “reformas estructurales” (como se les llamaba). No tengo elementos para afirmar que los cambios electorales fueran una moneda de cambio para lograr construir un consenso en torno a los temas medulares de la reforma, a pesar de que en la opinión pública de entonces así se le consideraba, lo que sí es cierto es que de todos los temas que se incluían en la agenda del Pacto por México en donde más se había avanzado y en donde más frutos se habían tenido en las dos décadas previas —y, desde ese punto de vista, el menos urgente— era el ámbito electoral.




    De hecho, vale la pena anotar que la electoral no constituía originalmente ni la primera ni la primordial de las muchas reformas que se acordaron en los compromisos del Pacto por México firmados públicamente el 2 de diciembre de 2012 entre el PRI, el PAN y el PRD, los tres principales partidos políticos de ese entones (el PVEM se sumó un par de meses después). Originalmente, los cambios en materia electoral representaban una pequeña parte del conjunto de 95 “compromisos” y estaban recogidos en dos de ellos: el 89, que implicaba la creación de una Ley General de Partidos Políticos, y el 90, que planteaba una reforma electoral sobre una serie de temas específicos,1 lo que significaba que, además, se encontraban entre los últimos que debían procesarse legislativamente. Sin embargo, en pleno desarrollo de las elecciones locales en 14 estados, que culminarían con la votación del 7 de julio de 2013,2 los partidos de oposición acusaron una serie de irregularidades que comprometían la limpieza y la equidad electoral y consiguieron que el 7 de mayo de 2013 se firmara una adenda del Pacto por México, que implicó una serie de acuerdos concretos de cara a los comicios de ese año en materia de respeto a la ley, limpieza electoral, blindaje y uso de los programas sociales, observación de las elecciones y condiciones de equidad en la competencia. Además, se comprometió el adelanto de la reforma electoral frente a la ruta inicialmente acordada.




    LA NATURALEZA DE LA REFORMA




    La reforma de 2014 tiene un doble carácter, a diferencia de las que la antecedieron: por un lado, continúa y refuerza una serie de temas que se habían planteado en reformas precedentes, manteniendo la lógica gradualista y progresiva con la que el cambio político-electoral se fue construyendo a través del tiempo. Por ejemplo, implicó una serie de modificaciones al sistema de fiscalización de las finanzas partidistas y de los gastos de campaña que reforzaron la capacidad de auditoría y de investigación a cargo de la autoridad electoral que había sido tímidamente introducida en 1993, fortalecida en 1996 y llevada a otro nivel de exigencia y de capacidades institucionales en 2007. La reforma de 2014 hace de la fiscalización uno de sus ejes rectores y establece una serie de nuevas atribuciones y exigencias al renovado INE.




    En ese mismo sentido, las facultades contencioso-administrativas que se confirieron al INE para procesar las quejas y denuncias en contra de partidos políticos y candidatos, o las nuevas disposiciones, condiciones y exigencias en materia de participación política de las mujeres, reflejan ese carácter progresivo y continuista de una cadena de cambios que reforma tras reforma hicieron avanzar en clave democrática tanto las garantías de certeza y equidad en las contiendas electorales como la maximización y protección de los derechos políticos de las y los mexicanos.




    Sin embargo, por otra parte, la reforma de 2014 implicó una serie de cambios que se plantearon de manera disruptiva frente a la lógica que había prevalecido en la evolución previa de nuestro sistema electoral. Desde este punto de vista, los cambios de ese año representan una ruptura muy importante, el establecimiento de un nuevo modelo comicial, un parteaguas en el modo en el que había venido evolucionando el sistema electoral en el plano federal y de las entidades de la República. Si bien desde 1990 las reformas a la Constitución federal en materia electoral habían servido de acicate para los cambios a nivel estatal en esta materia y, al mismo tiempo, servían de referencia orientadora de los mismos, lo que se fue construyendo en el país fue un modelo en el que coexistían de manera simultánea y coordinada, 33 sistemas electorales (el federal y el de cada una de las entidades federativas)3 que, si bien en sus grandes líneas coincidían, tenían cada uno sus respectivas particularidades.




    Es cierto que había ciertas líneas de confluencia entre el sistema electoral federal y los sistemas electorales locales y de estos últimos entre sí. Por un lado, estaban los criterios que desde el artículo 116 de la Constitución se han establecido como parámetros vinculantes para todas las legislaciones electorales estatales y que establecen ciertas características comunes a todos ellos.




    Por otra parte, existieron ciertas atribuciones que, si bien le correspondían originalmente al IFE como parte de aquellas que tenía como autoridad federal, tales como la integración, actualización y depuración del padrón del Registro Federal de Electores y la consecuente emisión de la credencial para votar (que desde 1993 incorpora la fotografía de la persona registrada), fueron retomadas por las autoridades electorales locales como parte de los comicios estatales. De este modo, el padrón electoral en cada elección local era proporcionado al órgano estatal correspondiente por el IFE y la credencial emitida por éste era utilizada para efectos de identidad ciudadana en los comicios estatales. La única excepción a ese hecho fue el caso de Baja California, en donde desde 1991 (siendo entonces la primera y única entidad federativa gobernada por la oposición) se construyó un padrón electoral local que subsistió hasta 2006, cuando, luego de una reforma a la legislación electoral del estado, pasaron a utilizar, igual que el resto del país, el padrón y la credencial expedida por el IFE.




    Otra excepción a esa lógica federalizada de organización electoral fue el modelo de comunicación política que se estableció en la reforma de 2007, que otorgó al IFE la administración de los tiempos oficiales en radio y televisión para fines electorales, tanto para los comicios federales como locales. Ello en virtud de que la regulación de las telecomunicaciones es una materia de competencia federal. A partir de entonces, fue una responsabilidad exclusiva del IFE (y más tarde del INE) proveer a los partidos políticos y a las autoridades electorales de cada estado los tiempos, de acuerdo con el modelo de distribución establecido, para la transmisión de sus promocionales tanto durante los procesos electorales locales como en tiempos ordinarios.




    Ese modelo esencialmente centralizado permitía que, manteniendo ciertas características comunes, cada sistema electoral pudiera tener también particularidades variables de entidad en entidad, lo que si bien permitía un importante grado de flexibilidad para que cada uno de ellos se ajustara a las diferentes realidades económicas, políticas y sociales del país, también trajo consigo un importante grado de disparidad y de diversa fortaleza tanto normativa como institucional, que en ocasiones se traducía en pocas garantías de autonomía e independencia en el ejercicio de la función electoral.4




    Lo anterior, a pesar de que, desde 1996, se le concedió a la Sala Superior del entonces recién creado TEPJF la facultad de revisar, a través del Juicio de Revisión Constitucional, el apego de las decisiones de las autoridades electorales de los estados a los principios constitucionales que rigen esta materia. En los hechos, y dada la acentuada litigiosidad que se instaló entre los actores políticos, desde finales de los años noventa el TEPJF se convirtió prácticamente en una instancia obligada (la última) en las disputas jurídicas de aquellos comicios locales (estatales o municipales) competidos y con márgenes estrechos de victoria. Ese hecho le permitió al TEPJF homologar a través de su jurisprudencia y criterios relevantes la disparidad legislativa que caracterizó la evolución electoral mexicana desde los años noventa y hasta 2013.




    La reforma de 2014 rompió con ese modelo plenamente federalizado y estableció un único sistema nacional electoral que, a pesar de tener una dimensión federal y otra local, cuenta con un diseño normativo e institucional mucho más homogéneo y sistemático de lo que era en el pasado.




    El propósito declarado por los autores de la reforma fue que, al nacionalizar las elecciones, se lograría blindar el ejercicio de la función electoral frente a las posibles injerencias de los poderes políticos locales (en particular de los gobernadores que, ante la crisis del viejo sistema presidencial, se habían convertido en los nuevos depositarios del poder político en un plano descentralizado). Para lograr lo anterior se pensó en que el otrora IFE, reconvertido en una autoridad nacional con competencias específicas y expresas en el ámbito de las elecciones estatales, blindara los procesos electorales locales frente a las indebidas injerencias de los actores políticos de las entidades federativas.




    Más allá de esa narrativa, que no deja de ser generalizadora como base de justificación de la reforma de 2014, lo cierto es que la evolución del modelo electoral mexicano había provocado una importante diversidad de normas, criterios, procedimientos, por un lado, y por otro, un diseño y capacidades institucionales de los órganos encargados de las elecciones locales muy diferentes de un estado a otro. En ese sentido, y siguiendo la lógica de las grandes necesidades que las distintas reformas electorales fueron resolviendo a lo largo de nuestra transición política, como una manera de explicar el sentido y la ruta del cambio democrático en México, se puede decir que la problemática que buscó resolver la última reforma electoral fue la de homogeneizar y estandarizar tanto las normas y los criterios jurídicos, los procedimientos técnicos y operativos, como la institucionalidad electoral en todo el país. Dicho en otras palabras, la intención de la reforma —expresamente señalada en la exposición de motivos— fue que los estándares de calidad y confiabilidad que se habían alcanzado en las elecciones federales se trasladaran de manera homogénea y sin excepción a todos los comicios locales; en primer lugar, la capacidad de resistir y de ser refractarios a las naturales tendencias de tratar de incidir y condicionar decisiones que, por su naturaleza, deben ser autónomas e independientes frente a las instancias de poder y de los partidos políticos, como condición primera de elecciones democráticas.5




    Siguiendo la línea argumentativa que se propuso en el capítulo anterior, podríamos decir que los ejes sobre los cuales se articuló el proceso de construcción y de consolidación de la democracia mexicana en su dimensión electoral fueron, primero, la inclusión de la diversidad política e ideológica, así como la apertura de los espacios de representación popular a esa pluralidad; segundo, la construcción de una serie de reglas, procedimientos e instituciones que garantizaran la emisión de un voto libre por parte de la ciudadanía y el respeto del sentido de la voluntad popular expresada en las urnas; tercero, el establecimiento de condiciones de equidad en la competencia electoral que garantizara a todos los contendientes un mínimo piso parejo en la disputa por el poder político y, finalmente, la existencia de un entramado legal e institucional homogéneo y estandarizado a lo largo y ancho del país que permitiera la efectiva vigencia de los principios rectores de la función comicial (certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad) en las elecciones de todos los niveles de gobierno.




    LOS EJES DE LA REFORMA




    La reforma de 2014 implicó una serie de modificaciones constitucionales y legales complejas y profundas, no sólo por el impacto evolutivo, por un lado, y transformador, por el otro, sino también por la cantidad de cambios normativos que supuso.




    Baste sólo con señalar que además de las modificaciones a muchos artículos constitucionales, implicó el establecimiento de tres nuevas leyes generales: la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE), la Ley General de Partidos Políticos —ambas derivadas del anterior Código Federal de Institucionales y Procedimientos Electorales (Cofipe)— y la Ley General en Materia de Delitos Electorales —que recogió y actualizó el catálogo de delitos electorales comprendidos en el otrora Título XXIV del Código Penal Federal—; la reforma a otra ley general: la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y la expedición de una nueva Ley Federal de Consulta Popular, para reglamentar esta nueva figura que había sido incorporada al texto del artículo 35 constitucional en 2012 como un nuevo derecho político de los ciudadanos.




    Son cuatro los temas que, si bien no agotan los alcances de la reforma, sí logran condensar los que con justicia pueden considerarse los cambios estructurales de la reforma de 2014: a) el nuevo sistema de fiscalización; b) el renovado modelo de contencioso electoral; c) el nuevo modelo de coorganización (INE-OPLE) de las elecciones locales que supone la conformación de un Sistema Nacional de Elecciones bajo la rectoría del INE y el ejercicio de las “funciones especiales” a su cargo, y d) la nueva integración del Consejo General del INE y las nuevas mayorías calificadas que se requieren para la adopción de numerosas decisiones.




    El nuevo sistema de fiscalización




    La historia de la fiscalización se remonta a la reforma de 1993, cuando se establecieron las primeras reglas en la materia.6 En ese esquema aún embrionario y germinal que se aplicó por primera vez en las elecciones federales de 1994, la obligación de los partidos políticos se reducía a informar todos los ingresos obtenidos y los gastos realizados tanto fuera de los procesos electorales como durante las campañas en los informes anuales y de campaña —respectivamente— que debían entregar al IFE; por su parte, la autoridad electoral debía revisar esos informes (sin la posibilidad de realizar auditorías, compulsas o allegarse mayor información) y dictaminar si los partidos habían cumplido con las reglas y prohibiciones que se establecieron en materia de financiamiento.




    La siguiente reforma, la de 1996, suplió muchas de las carencias hasta entonces existentes: creó una Comisión del Consejo General de carácter permanente encargada de procesar la revisión de cuentas de los informes ordinarios y de campaña pero también de vigilar en todo momento el cumplimiento de las normas relativas al financiamiento (y no sólo como consecuencia de la revisión de los informes); le otorgó al IFE la posibilidad de establecer a través de reglamentos y lineamientos las modalidades en las que los partidos debían reportar sus ingresos y gastos; abrió la posibilidad de exigirles a los partidos la presentación de informes detallados específicos a los partidos; permitió que el IFE realizara auditorías y visitas de verificación para comprobar la veracidad de lo reportado por los partidos; abrió la posibilidad de que se presentaran quejas y denuncias (con lo que se hizo a los partidos políticos copartícipes de la vigilancia de que sus adversarios cumplieran efectivamente sus obligaciones y las prohibiciones establecidas en la materia), y le dio al IFE la posibilidad de iniciar procedimientos administrativos de oficio para investigar las posibles violaciones por parte de los partidos de alguna de las normas relativas a su financiamiento.




    Se trató de un avance sustantivo en la rendición de cuentas de los partidos. Sin embargo, un par de casos en los que se denunció una serie de violaciones en esta materia cometidas durante las campañas presidenciales del año 2000 evidenciaron las limitaciones que aún adolecía el modelo de fiscalización de entonces. Los asuntos conocidos como “Pemexgate” y “Amigos de Fox”, instruidos en contra de las campañas del PRI y del PAN-PVEM, respectivamente, pusieron a prueba las efectivas capacidades de fiscalización del IFE. Si bien es cierto que ambos casos fueron concluidos exitosamente y derivaron en las dos multas más cuantiosas impuestas —en el mundo entero— a partidos políticos,7 los mismos (y específicamente el caso Amigos de Fox) evidenciaron las zonas grises o lagunas que padecía la normatividad entonces vigente.




    Dos eran los principales problemas que se pusieron en evidencia. En primer lugar, el hecho de que la ley no era clara en exceptuar al IFE, en ejercicio de sus funciones de fiscalización a los partidos políticos, frente a la oposición, por parte de las autoridades bancarias y hacendarias, de los secretos bancario, fiduciario y fiscal que, argumentaban dichas autoridades, les impedían entregar al IFE las solicitudes de información relativas a transferencias bancarias realizadas o bien de la situación fiscal de las personas físicas y morales involucradas en las tramas de financiamiento ilícito. Se trató de negativas que el IFE tuvo que litigar en instancias jurisdiccionales (el Tribunal Electoral e, incluso, la Suprema Corte) para hacer prevalecer su autoridad como auditora de las cuentas partidistas y garante de la rendición de cuentas en materia electoral. Al final, luego de prácticamente un año de litigios judiciales, el IFE pudo acceder a la información que le era necesaria para resolver los casos e imponer, así, las sanciones que resultaron inéditas y ejemplares en la historia de la fiscalización.




    El segundo problema que se evidenció era que el IFE no podía requerir información a particulares de manera coercitiva, pues la legislación sólo preveía la obligación de las autoridades federales, locales y municipales a colaborar con las investigaciones del instituto, no así la de los particulares (personas físicas o morales), lo que supuso que cada vez que el IFE les hacía algún tipo de requerimiento de información, ésta se realizaba apelando a un “sano espíritu de colaboración” con los fines constitucionales y legales del IFE.




    La reforma de 2007-2008 corrigió esas deficiencias del modelo previo y representó una importante vuelta de tuerca en las facultades de fiscalización, aunque las nuevas reglas no estuvieron exentas de problemas, como mostraría la experiencia.8 El principal cambio fue la incorporación expresa en el texto del artículo 41 de la Constitución de que el IFE estaba relevado de los secretos bancario, fiduciario y fiscal, por lo que en ningún caso podrían oponérsele en sus tareas fiscalizadoras. De igual manera, se incorporó en el Cofipe como una conducta ilícita la negativa, por parte de cualquier persona, a entregar información que el IFE le solicitara en el ejercicio de sus funciones, con la posibilidad de iniciar en su contra un procedimiento administrativo e imponerle sanciones en caso de resultar fundado. Adicionalmente, esta reforma determinó suprimir la figura de la Comisión de Fiscalización y crear un órgano especializado en la materia, la Unidad de Fiscalización, que gozaba de autonomía técnica al interior del IFE (hasta entonces las funciones de acompañamiento técnico a la comisión las había desempeñado la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos), la cual debía conducir las investigaciones relativas a las denuncias presentadas o iniciadas de oficio por la autoridad electoral, así como revisar los informes a través de los cuales los partidos reportaran sus ingresos y gastos ordinarios o de campaña a nivel federal, y someterlos a la consideración final del Consejo General.




    Las nuevas reglas incrementaron, sin duda, la capacidad técnica-contable del Instituto Federal Electoral, pero relajaron el control y la capacidad de conducir las investigaciones que el Consejo General tenía, a pesar de ser la autoridad que, a final de cuentas, debía resolver sobre todos los casos.




    Adicionalmente, durante la vigencia de esta reforma, a diferencia de la postura firme e inflexible que habían mantenido en la etapa previa tanto el IFE como la Sala Superior del Tribunal Electoral (con las anteriores integraciones de consejeros y de magistrados electorales), la autoridad administrativa y sobre todo la jurisdiccional asumieron una postura mucho más condescendiente con las eventuales irregularidades cometidas por los partidos políticos.




    Dos casos son emblemáticos de lo anterior: por un lado, la exculpación lisa y llana que la Sala Superior del Tribunal Electoral determinó respecto de una importante multa de casi 200 millones de pesos que el IFE le había impuesto en enero de 2012 al PVEM por haberse beneficiado de propaganda prohibida en radio y televisión, bajo el argumento de que el instituto había cometido algunas faltas procesales, cuando lo que correspondía, en todo caso, era que el asunto se devolviera al IFE para que volviera a resolverlo corrigiendo dichas faltas.




    El otro caso que vale la pena señalar fue el asunto conocido como “Monexgate”, en donde el IFE, en enero de 2013, con una mayoría de cinco votos a cuatro, exoneró al PRI por un presunto gasto no reportado, decisión que fue confirmada, en revisión, por la Sala Superior del Tribunal Electoral.9




    Con independencia del análisis jurídico puntual de esos casos (y de las inconsistencias jurídicas que, desde mi punto de vista, tuvieron las posturas finalmente prevalecientes), lo cierto es que en el imaginario colectivo cundió la idea de que las autoridades electorales en materia de fiscalización eran permisivas o incluso cómplices. Además, ello contribuyó a alimentar el irresponsable discurso que durante esos años sostuvieron algunos partidos políticos (dependiendo de la elección de que se trataba y, por supuesto, de quiénes eran los ganadores y los derrotados) en el sentido de que los resultados electorales, lejos de ser el resultado de la voluntad libremente emitida por la ciudadanía, dependían en realidad del dinero utilizado en comprar sus votos ante la mirada complaciente del IFE y del Tribunal Electoral. En suma, el ciclo evolutivo de las normas en materia de fiscalización estaba lejos de haberse cerrado y por eso ése se convirtió en uno de los temas centrales de la reforma de 2014.




    Las novedades del modelo de fiscalización electoral establecido en la mencionada reforma, a pesar de su complejidad, pueden explicarse a partir de cuatro características que lo distinguen de sus evoluciones anteriores:




    1) Una fiscalización de carácter nacional. Los cambios legales y constitucionales le dieron al INE la competencia exclusiva para fiscalizar todos los ingresos y gastos de los partidos políticos a nivel nacional, tanto a nivel federal como a nivel local. Con ello, el instituto se convirtió en una autoridad única en esta materia, sustituyendo las tareas que antes eran compartidas entre el otrora IFE (que fiscalizaba los recursos a nivel federal) y los órganos electorales de los estados (que hacían lo propio en cada una de las entidades federativas). Con ello la rendición de cuentas partidistas se vino a sumar a la función registral y a la administración de los tiempos de radio y televisión con fines político-electorales, como una función exclusiva del INE, con independencia de que se trate del ámbito federal o local.




    Lo anterior implicó que la revisión de los ingresos y gastos se hiciera a partir de entonces con una lógica integral que permitiera su regulación con normas y criterios comunes y su auditoría con los mismos parámetros y procedimientos. Ello, por un lado, vino a cerrar la pinza de los controles financieros al establecer una visión integral y única para el seguimiento de las transferencias de los recursos partidistas entre sus órganos nacionales y estatales (sin tener que depender del intercambio de información entre los 33 entes fiscalizadores —32 locales y uno federal— que eran corresponsables de dicha fiscalización anteriormente), y al homologar el grado de exigencia y la rigurosidad de los controles en el proceso de rendición de cuentas a nivel nacional a cargo integralmente del INE.




    Lo anterior, además, es congruente con el proceso de convergencia de calendarios electorales que determinó la reforma de 2014, en virtud del cual en los años recientes (desde 2015) hemos vivido un gradual proceso de ajuste de las fechas de los comicios estatales para hacerlas coincidir en fecha con la jornada electoral federal. Ello ha traído como consecuencia la simultaneidad de un número creciente de comicios y, por lo tanto, de actividades de proselitismo de candidatos locales y federales en muchas ocasiones compartiendo gastos de publicidad entre dos o más campañas, mismas que, por lo anterior, resulta pertinente que sean auditadas en sus cuentas por una única autoridad, con las mismas normas y criterios y con iguales procedimientos.




    2) Una nueva Comisión de Fiscalización. La reforma de 2014 reintrodujo, además, la Comisión de Fiscalización como órgano del Consejo General a través del cual éste ejerce las facultades de supervisión, seguimiento, control técnico y todos los actos preparatorios de las resoluciones que aquél deberá tomar en esta materia.




    El diseño de la fiscalización que había establecido la reforma previa, la de 2007-2008, había relajado todo acompañamiento del Consejo General y de sus integrantes con derecho a voto a los trabajos de la Unidad de Fiscalización. Por ello, no era sino hasta que ésta terminaba su trabajo de revisión de los informes que presentaban los partidos, o bien hasta que concluía las investigaciones relacionadas con las quejas o los procedimientos oficiosos, que iniciaba y presentaba los respectivos dictámenes o proyectos de resolución al Consejo General, cuando éste tenía conocimiento del trabajo de la Unidad de Fiscalización. Es cierto que se conformó un grupo de trabajo específico en donde los consejeros electorales tenían un relativo grado de interacción con el titular de la Unidad de Fiscalización, pero también que dicho grupo no constituía una instancia formal en la que se tuviera conocimiento de los avances y resultados del trabajo de dicha Unidad y, mucho menos, pudiera mandatársele la realización de determinadas diligencias o la apertura de ciertas líneas de investigación. Es decir, si bien es cierto que el Consejo General era la instancia de resolución última en la materia en el INE y podía devolver los proyectos o los dictámenes que la Unidad de Fiscalización sometía a su consideración, o instruirle la realización de nuevas actuaciones, ello no podía ocurrir en el desarrollo de su tarea de auditoría, en virtud de la autonomía técnica de la que gozaba esa Unidad, sino hasta que formalmente se presentaban ante el propio Consejo General los asuntos (por cierto, la instancia en donde los propios sujetos auditados, los partidos políticos, tienen asiento, con voz pero sin voto).




    La reforma de 2014 buscó subsanar ese inconveniente y reestableció la Comisión de Fiscalización, como un órgano integrado exclusivamente por consejeros electorales10 y cuya Secretaría Técnica es ocupada por la persona titular de la Unidad Técnica de Fiscalización, que conoce preliminarmente del trabajo del área, revisa y aprueba sus proyectos y dictámenes (pudiendo ordenar nuevas investigaciones, sugerir criterios o propuestas de sanción a las faltas cometidas), antes de que el pleno del Consejo General los conozca y los apruebe en definitiva.




    En ese sentido, en esta nueva etapa, si bien la Unidad de Fiscalización mantiene su autonomía técnica, los consejeros electorales ejercen una supervisión y revisión de sus trabajos de manera mucho más inmediata y directa a través de la mencionada Comisión de Fiscalización.




    3) Fiscalización ex-durante, no ex-post. Una tercera característica del nuevo modelo de fiscalización tiene que ver con los tiempos en los que las tareas de revisión de los ingresos y gastos se realizan. En el modelo previo, los resultados de esas tareas se presentaban ex-post al ejercicio o al proceso electoral que se revisaba. Lo anterior resultaba (y aún resulta) inevitable para la revisión de los informes anuales de ingresos y gastos ordinarios, pues, al igual que los ejercicios fiscales, los reportes financieros de los partidos políticos siguen un criterio de anualidad y, por lo tanto, el correspondiente ejercicio de auditoría sobre las finanzas requiere que el ciclo anual correspondiente haya concluido. Lo mismo ocurre con la revisión de la cuenta pública a cargo de la Cámara de Diputados o con la fiscalización superior de las cuentas públicas que realiza la Auditoría Superior de la Federación.




    Sin embargo, también los informes de campaña eran revisados y dictaminados por el Consejo General del INE con posterioridad, es decir, una vez que el proceso electoral había concluido y los funcionarios electos habían tomado posesión de sus cargos. Así ocurrió, por ejemplo, con la fiscalización de los ingresos y gastos de campaña de la elección de 2012, cuyos informes correspondientes fueron entregados al IFE el 8 de octubre de ese año y el dictamen respectivo conocido y aprobado por el Consejo General el 15 de julio de 2013, o sea, prácticamente un año después de la fecha de los comicios y más de seis meses después de que el presidente de la República que había sido elegido en ellos había asumido el cargo.




    Con excepción de la revisión de los informes de precampaña, en los que se debían reportar las cuentas (ingresos y gastos) de las contiendas internas de los partidos políticos y que, en caso de evidenciarse faltas graves a las reglas del financiamiento, podían concluir con la sanción de negar o revocar el registro como candidato del infractor, todos los ejercicios de fiscalización hasta entonces tenían la característica de privilegiar la idea de exhaustividad por encima de la de oportunidad temporal en su desahogo.




    Para decirlo de otra manera, la ruta de la fiscalización y, en específico, la de las campañas electorales, seguía una distinta, con tiempos y lógicas diferenciadas, a la de los procesos electorales. En efecto, la fiscalización de los actos de proselitismo electoral se realizaba de manera autónoma, con posterioridad y sin vinculación alguna con los resultados que arrojaban los comicios y su proceso de calificación (o validación). El propósito de la fiscalización se centraba exclusivamente en determinar si había ocurrido alguna violación a las normas del financiamiento y, en su caso, en imponer las sanciones correspondientes (generalmente económicas) al partido político infractor, sin que ese hecho tuviera consecuencia alguna para la validación de las elecciones ni para la permanencia en los encargos públicos que alcanzaran los ganadores en las urnas.



OEBPS/Images/cover.jpg
LORENZO CORDOVA V.
ERNESTO NONEZ A.

LA
SE
UN

NO






OEBPS/Images/ptitulo.jpg
La democracia no se
construyo en un dia

LORENZO CORDOVA VIANELLO
¥
ERNESTO NUNEZ ALBARRAN

Grijalbo





